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RESUMEN 
El presente Expediente trata sobre la actuación judicial de una empresa 
Concesionaria del Aeropuerto Internacional Jorge Chávez que pretendió, mediante 
Demanda de Amparo y posterior Recurso de Agravio Constitucional, la inaplicación 
de una norma que a su entender afectaba su derecho a contratar, aunado al hecho 
de que la referida norma establecía un mandato no estipulado en el Contrato de 
Concesión. 
Luego de una serie de pronunciamientos judiciales, entre los que se discute desde 
admisibilidad de la demanda, los parámetros constitucionales de la referida norma, 
hasta un análisis de fondo sobre los fundamentos de demanda, finalmente el Tribunal 
Constitucional ampara la pretensión solicitada por la Concesionaria. 
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I. INTRODUCCIÓN
En esta introducción se consideró relevante exponer sobre un tema transversal y 
permanente en el Expediente: la licitación pública; pues a raíz de ella, concretamente 
de un Contrato de Concesión y su conflicto con una norma reglamentaria, es que se 
esbozan los problemas jurídicos. 
Para efectos de hacer ilustrativo tal introducción, se hará referencia a las categorías 
doctrinarias y no únicamente a las normativas, pues como indica Meilán Gil1: 
‘’ La necesidad de construir las categorías en Derecho Administrativo deriva de la 
materia administrativa que se resiste a la codificación conseguida de la civil. Una 
movilidad que procede la servidumbre respecto a la oportunidad y el apego a la 
política, de su naturaleza del Derecho que pretende realizarse. ‘’ 
Ello con especial atención a que el marco legal que regula a la licitación pública ha 
evolucionado significativamente, y consecuentemente las categorías jurídicas 
contenidas en ella, con lo cual es preferible un análisis doctrinario y normativo para 
comprender de mejor manera el espectro jurídico. 
Ahora bien, de acuerdo con Fernández Ruíz2, la licitación ‘’tiene el propósito de 
determinar al co-contratante financiera, técnica y moralmente idóneo de la 
administración pública; en razón del precio y condiciones que ofrece en su propuesta 
en respuesta a una convocatoria o invitación formulada por la propia administración’’. 
Por su parte, autores como Comadira3 señalan a la licitación como “modo de selección 
de los contratistas de entes públicos en ejercicio de la función administrativa, por 
medio del cual éstos invitan, públicamente, a los posibles interesados para que, con 
arreglo a los pliegos de bases de y condiciones pertinentes, formulen propuestas de 
entre las cuales se seleccionará la más conveniente al interés público’’. 
De este modo, una primera idea es que la licitación pública es un mecanismo que 
emplea el Estado en busca de la participación del sector privado, la asociación con 
1 MEILÁN GIL, José Luis. Categorías Jurídicas en el Derecho Administrativo. Editorial Iustel, año 
2011, España. Pp. 29 – 31. 
2 FERNÁNDEZ RUIZ, Jorge. El Contrato Administrativo y la Licitación Pública. En Revista 
Derecho & Sociedad, Número 44, año 2015. P. 78.  
3 COMADIRA, Julio Rodolfo. Licitación pública, nociones-principios-cuestiones. Segunda edición. 
Editorial Lexis Nexis, año 2006, Buenos Aires. P. 275.  
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éste para el cumplimiento de diversos fines públicos. 
Éste no es un procedimiento automático sino que es el resultado de etapas preclusivas 
e independientes entre sí, conforme a Paz Winchez4 las etapas serían de la siguiente 
forma: 
 Fase de actuaciones preparatorias: El conjunto de actos administrativos dirigidos a 
elaborar las bases y reglas para un concurso público de licitación.  
 
 Fase selectiva o de selección: El conjunto de actos administrativos enfocados a 
convocar y seleccionar al proveedor con la mejor propuesta conforme a las bases 
y reglas del concurso público. 
 
 Fase de ejecución contractual: El conjunto de actos administrativos realizados con 
la finalidad de suscribir un contrato, ejecutar las prestaciones pactadas y demás 
términos contractuales.  
Una segunda idea sería que la licitación pública pasa por diversas etapas que implican 
una actuación particular del Estado, que a rasgos generales se ha mantenido bajo el 
mismo esquema, a pesar de los constantes cambios en cuanto las instituciones 
públicas a cargo, tal y como explica Maraví Sumar5: 
‘’ Los procesos de promoción a la inversión privada han estado principalmente a 
cargo de la Agencia de Promoción de la Inversión Privada (PROINVERSIÓN) -
antes COPRI- hasta la reciente aprobación de la nueva Ley Marco de 
Asociaciones Público Privadas (Ley de APPs) Decreto Legislativo N° 1012 
modificada por el Decreto Legislativo Nº 1016 y su Reglamento publicado con el 
Decreto Supremo Nº 146-2008-EF (Reglamento de la Ley de APPs) que ha 
sumado otras entidades públicas como competentes como por ejemplo, los 
Ministerios’’ . 
Mientras que una tercera y última idea sería que la licitación pública se aplica sobre 
diversas esferas jurídicas del Estado tales como los Servicios Públicos, la 
Infraestructura y los Recursos Naturales, tal y como se explicará en los acápites 
                                                             
4 PAZ WINCHEZ, Daniel Alexis. Aspectos Generales del contrato administrativo en el marco de 
la Ley de Contrataciones del Estado. En Revista Actualidad Jurídica, Tomo 304, año 2019. P. 
195 y 196. 
 
5 MARAVI SUMAR, Milagros. Procesos de selección regulados en el Perú para el otorgamiento de 
concesiones. Circulo de Derecho Administrativo. Lima, 2009.  
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venideros; para lo cual el Estado cuenta con diversas facultades constitucionales para 
involucrarse. 
Estos conceptos básicos sobre la licitación pública serán suficiente para continuar 
trazando la línea de hechos y posteriores actuaciones judiciales, las cuales serán 

























1.1 Publicación de Bases consolidadas de la Licitación Pública Especial Internacional 
para la Concesión del Aeropuerto Internacional Jorge Chávez 
Con fecha 21 de agosto del año 2000, se publicaron las bases del concurso público 
internacional para la Concesión del Aeropuerto Internacional Jorge Chávez, bajo la 
modalidad de Licitación Pública Especial, cuyo ganador obtendría en concesión el 
aprovechamiento económico de los bienes del Aeropuerto, así como la obligación de 
realizar mejoras en éste. 
A este concurso se presentó el consorcio conformado por las empresas Bechtel 
Enterprises International Limited, COSAPI S.A., y FRAPORT Ag Frankfurt Services 
Worldwide, las cuales tenían como rubro principal los alimentos, la ingeniería y 
construcción, y la seguridad respectivamente.  
1.2. Obtención de la Buena Pro y suscripción de Contrato de Concesión 
El día 15 de noviembre del año 2000, el consorcio obtuvo la buena pro del concurso 
de licitación motivo por el que se vieron en la obligación de constituir Lima Airport 
Partners S.R.L. (en adelante, LAP), con la finalidad de que sea ésta la que suscriba el 
correspondiente contrato de concesión a nombre del consorcio. 
A entender de César Rubio Salcedo6, el otorgamiento de la buena pro es un acto 
administrativo constitutivo para los derechos de administración sobre el Servicio 
Público, Infraestructura o Recurso Natural por parte del Concesionario, el cual requiere 
para su materialización la suscripción de un Contrato de Concesión. 
De este modo, el día 14 de febrero del año 2001, el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones suscribió el Contrato de Concesión para la Construcción, Mejora, 
Conservación y Explotación del Aeropuerto Internacional Jorge Chávez; siendo que 
entre las principales obligaciones del concesionario se encontraba el de garantizar la 
seguridad del Aeropuerto. 
1.3. Suscripción del contrato de prestación de servicios con FORZA S.A. 
                                                             
6 RUBIO SALCEDO, César. El otorgamiento de la buena pro en las compras estatales, una 
especial referencia a la definición plasmada por el Tribunal de Contrataciones del Estado. En 




Con fecha 14 de mayo del año 2002, LAP suscribió un contrato de prestación de 
servicios con FORZA S.A. con la finalidad de que éste brinde el servicio de seguridad 
aeroportuaria dentro de las áreas administradas por LAP, para lo cual esta empresa 
se comprometía a cumplir los lineamientos y directrices que las Autoridades 
Administrativas en aeronáutica emitían. 
Para tales efectos, LAP debía ejercer un rol de supervisión y control sobre el personal 
proporcionado por FORZA S.A. para efectos de cumplir con las disposiciones 
establecidas por la Dirección de Aeronáutica Civil. 
Siendo relevante señalar LAP y FORZA S.A. suscribieron una adenda con la finalidad 
de extender el plazo de duración del contrato hasta el día 20 de mayo de 2006.  
1.4. Se promulga la Ley de Seguridad de la Aviación Civil - Ley N° 28404 
Con fecha 30 de noviembre de 2004, se promulgó la Ley N° 28404 a través de la que 
el Ministerio de Transportes y Comunicaciones (en adelante, MTC) regula la seguridad 
de la aviación civil, y dispone la redacción, ejecución y cumplimiento de un Programa 
Nacional de Seguridad de la Aviación Civil.  
De este modo, tanto los operadores aeródromos públicos o privados se vieron en la 
obligación de adaptar a los nuevos lineamientos dispuestos por Ley, dentro de las que 
se encuentra el artículo 5° que dispone lo siguiente: 
 ‘’ Artículo 5°.- De la Seguridad Aeroportuaria dentro del Sistema de Defensa 
Nacional:  
(...) 
5.3. El operador del Aeródromo no podrá subcontratar los servicios de seguridad, 
debiendo cumplir dicha función con personal propio y de acuerdo a lo establecido 
en el Programa de Seguridad de la Aviación Civil. ’’  
1.5. Autoridad Administrativa emite pronunciamiento sobre el contrato de prestación 
de servicios suscrito entre LAP y FORZA S.A. 
El día 08 de abril de 2005, el Organismo Supervisor de la Inversión en Infraestructura 
de Transporte de Uso Público (en adelante, OSITRAN) notifica a LAP con el Informe 
N° 004-05-GS-GAL-OSITRAN, así como del Acuerdo N° 630-165-05-CD-OSITRAN; 
en los cuales se indica que el contrato suscrito con FORZA S.A. no incumple 
disposición alguna del Contrato de Concesión.   
1.6. Se publica en Reglamento de la Ley N° 28404 
Con fecha 29 de enero de 2006, el MTC publica el Reglamento de la Ley de Seguridad 
de la Aviación Civil, aprobado por el Decreto Supremo N° 007-2006-MTC, el cual 
desarrolla las disposiciones de la citada Ley. 
Entre ellas, el Reglamento desarrolla lo dispuesto en el artículo 5° de la Ley mediante 
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su artículo 7°, estableciendo la siguiente restricción para los operadores de 
aeródromos públicos o privados: 
 ‘’ Artículo 7°.- De la Seguridad Aeroportuaria dentro del Sistema de Defensa 
Nacional 
7.1. Corresponde al personal asignado a la Seguridad de la Aviación Civil del 
sector aeronáutico las siguientes denominaciones y funciones: 
(...) 
d) Oficial de Seguridad Aeroportuaria: Es el personal del Operador del Aeródromo 
público o privado, que cumple funciones de inspección de las instalaciones, 
pasajeros, equipaje de mano y otras que se establezcan en el Programa de 
Seguridad del Operador del Aeródromo, para cuyo efecto recibe capacitación y 
entrenamiento especializado sobre seguridad de la aviación proporcionado por el 
Operador del Aeródromo. 
(...) 
7.2. El operador del aeródromo no puede subcontratar al personal de seguridad 
que se refiere el literal d) del numeral anterior que realiza funciones dentro de la 
Zona de Seguridad Restringida. ’’ 
De este modo, tanto la ley como el reglamento establecen la prohibición de 
subcontratar servicios de seguridad para los lugares calificados como Zona de 















III. HECHOS JUDICIALES RELEVANTES 
3.1. Demanda de Amparo presentada por LAP 
De acuerdo con el numeral 2 del artículo 200° de la Constitución Política de 1993, la 
acción de Amparo se constituye como una garantía constitucional: 
‘’ (…) procedente contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, 
funcionario o persona, que vulnera o amenaza los demás derechos reconocidos 
por la Constitución, con excepción de los señalados en el inciso siguiente.  
No procede contra normas legales ni contra Resoluciones Judiciales emanadas 
de procedimiento regular’’. 
Siendo que éstas garantías constitucionales son resguardos que brinda la 
Constitución Política a favor de los ciudadanos con la finalidad de proteger sus 
derechos fundamentales, tal y como establece Landa Arroyo7. 
Así pues, con fecha 25 de abril de 2006, LAP interpone demanda de amparo 
pretendiendo la reposición al estado de cosas anterior a la publicación del artículo 7° 
del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC, por medio de la inaplicación a su esfera 
jurídica de la citada norma pues afecta su derecho constitucional a la libertad de 
contratar. 
La norma en cuestión prohibiría a los operadores del aeródromo subcontratar personal 
de seguridad que preste tales servicios dentro de la Zona de Seguridad Restringida.  
Esta demanda se interpone contra las siguientes entidades:  
I. El Poder Ejecutivo, mediante la Presidencia de la República y la Presidencia del 
Consejo de Ministros, que dictaron el Decreto Supremo N° 07-2006-MTC. 
II. Procurador Público encargado de asuntos judiciales del Consejo de Ministros, en 
su calidad de defensor del Poder Ejecutivo. 
III. Procurador Público encargado de asuntos judiciales del Congreso de la 
República, en su calidad de defensor del Poder Legislativo. 
Indica como causales de procedencia lo siguiente: 
 Los hechos y el petitorio se encuentran vinculados al contenido 
constitucionalmente protegido del derecho invocado: El artículo 7° del Decreto 
Supremo N° 07-2006-MTC prohíbe la posibilidad de subcontratar una empresa 
especializada en seguridad, lo cual afecta su derecho constitucional a la libertad 
de contratar. 
                                                             
7 LANDA ARROYO, César. El proceso de Amparo en América Latina. En Revista Ius Et Veritas, 




 No existe otra vía igualmente satisfactoria para la pretensión invocada: La 
pretensión de la demanda carece de naturaleza patrimonial para ser amparada 
por un Juez Civil, y no busca el resguardo de la sociedad que tutela un Juez 
Penal. 
 
 El agravio al derecho constitucional es vigente: La prohibición contenida en la 
norma en cuestión no requiere ser materializada mediante actuación de la 
Autoridad Administrativa o Judicial, por tal razón desde su entrada en vigencia se 
viene generando la afectación al derecho a la libertad de contratar. 
 
 No ha vencido el plazo para interponer el amparo: La demanda de amparo se 
presentó dentro de los plazos establecidos en Ley. 
Establece como fundamento de hecho de la demanda que la prohibición contenida 
en el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC no se encuentra estipulado 
dentro del Contrato de Concesión, que a razón de ello sub contrató a la empresa 
especializada en seguridad FORZA S.A. y que ahora debido a la prohibición se 
encontraría imposibilitada de volver a contratarla.  
Mientras que como fundamento de derecho señala que el artículo 7° del Decreto 
Supremo N° 07-2006-MTC es una norma autoaplicativa, que desde su entrada en 
vigencia surte efecto la prohibición de subcontratar personal de seguridad en zona 
restringida, y que por tanto se vulnera automáticamente su derecho constitucional a 
la libertad de contratar. 
Para tales efectos, señala que la libertad de contratación sólo cuenta con dos 
restricciones, que el objeto del contrato sea lícito, y que la contratación no 
contravenga leyes de orden público; siendo que para este caso no se han infringido 
ninguna de las dos restricciones. 
Aunado a ello, establece que la restricción contenida en el artículo 7° del Decreto 
Supremo N° 07-2006-MTC constituye una limitación arbitraria pues no se ha 
acreditado el Interés Público bajo el cual se fundamenta la norma en cuestión, por 
tanto ésta no cumple con el principio de razonabilidad por el que todo legislador 
debería emitir normas. 
Refiere que la norma en cuestión equipara erróneamente el concepto de seguridad 
en la aviación civil con el de defensa nacional, en tanto la Ley que reglamenta el 
artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC señala que los aeródromos son 
considerados instalaciones estratégicas dentro del Sistema de Defensa Nacional. 
Así pues, señala que la regulación del Estado en casos de defensa nacional es 
distinta cuando regula sobre la seguridad en la aviación civil, en el primer caso se 
salvaguarda la seguridad nacional, mientras que en el segundo se procura proteger 
la vida e integridad de las personas. 
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De este modo, concluye que la prohibición contenida en el artículo 7° del Decreto 
Supremo N° 07-2006-MTC constituye una medida desproporcionada, pues para el 
caso de la seguridad en la aviación civil el Estado dicta aspectos centrales mas ello 
no implica establecer limitaciones y/o prohibiciones que puedan terminar 
desnaturalizando la acción de quienes operan y explotan los aeródromos.   
Por último, indica que la prohibición de subcontratar y exigir que los operadores de 
aeródromos realicen contratación directa de personal de seguridad, no garantiza 
mayores estándares de calidad, ni genera modifica el grado de responsabilidad que 
tiene la concesionaria frente a los servicios de seguridad.  
3.2. Resolución N° 01 emitido por el 34vo Juzgado Civil 
El 34vo Juzgado Civil indica que no existen actos administrativos generados en 
contra de LAP a razón del artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC, motivo 
por el que concluye que se trata de un cuestionamiento constitucional en abstracto a 
la norma, más aún, indica que la demanda carece de sustento constitucional directo, 
pues los hechos y la afectación invocada no guardan relación con el derecho 
constitucional invocado (derecho a libertad de contratar); de este modo resuelve 
declarar IMPROCEDENTE la demanda de amparo. 
3.3. Recurso de apelación interpuesto por LAP 
El día 25 de mayo de 2006, LAP interpone recurso de apelación contra la Resolución 
N° 1 teniendo como pretensión principal la nulidad de ésta por falta de motivación, y 
como pretensión subordinada que se revoque la referida resolución y se declare 
admisible la demanda. 
Para efectos de la pretensión nulificante, indica que el 34vo Juzgado Civil no realizó 
la subsunción de hechos a la norma jurídica, únicamente mencionó los dispositivos 
normativos bajo los que supuestamente el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-
2006-MTC no sería una norma autoaplicativa, razón por la que alega que se ha 
afectado su derecho al debido proceso. 
Mientras que para la pretensión revocatoria, señala que el juzgado comete dos 
errores: 
a) Los hechos y la afectación consignados en la demanda de amparo se encuentran 
dentro del marco de protección al derecho a la libertad de contratar, pues la 
prohibición contenida en el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC 
imposibilita a LAP contratar una empresa especializada para brindar servicio de 
seguridad. 
 
b) La demanda de amparo interpuesta no tiene por finalidad cuestionar la 
constitucionalidad del artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC, sino 
pretender la inaplicación de la referida norma. 
 
3.4. Resolución N° 07 emitido por la Quinta Sala Civil 
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El Superior Jerárquico advierte que en la demanda de amparo se consigna como 
derecho constitucional vulnerado la libertad de contratación, el cual guarda estrecha 
relación con la pretensión y los hechos invocados; del mismo modo, precisa que la 
materia del proceso será determinar: (a) el carácter autoaplicativo de la norma cuya 
inaplicación se pretende, y (b) la afectación al derecho constitucional a la libertad de 
contratar. 
Así pues, resuelve declarar NULA la Resolución N° 1, y dispone que el inferior 
jerárquico emita nueva resolución en atención a los argumentos expuestos. 
3.5. Resolución N° 04 emitido por el 34vo Juzgado Civil 
Advirtiendo lo dispuesto por la Quinta Sala Civil, el inferior jerárquico indica que la 
demanda interpuesta cumple con los requisitos de procedencia, por tanto la declara 
ADMITIDA; de este modo, se corre traslado de la demanda a la Presidencia de la 
República representado por la Presidencia del Consejo de Ministros, al Procurador del 
Consejo de Ministros y al Procurador del Congreso de la República. 
3.6. Contestación de demanda presentada por la Presidencia del Consejo de Ministros 
Con fecha 11 de julio de 2007, la Presidencia del Consejo de Ministros deduce 
excepción por ambigüedad y oscuridad en las pretensiones de la demanda, pues 
indica que ésta es oscura en tanto no señala cuál es la intención detrás de anular 
el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC. Asimismo, refiere que es 
ambigua debido a que no existe conexión entre la demanda y el petitorio 
invocado.  
Del mismo modo, invoca excepción por falta de legitimidad para obrar en tanto 
refiere que la Presidencia del Consejo de Ministros no es parte de la relación jurídico 
material, en todo caso, la entidad competente sería el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones pues ellos brindaron el refrendo a la norma cuya inaplicación se 
pretende. 
3.7. Solicitud de incorporación del MTC al litis presentado por LAP  
Mediante escrito de fecha 05 de setiembre de 2007, LAP solicita al Juzgado que se 
integre como litisconsorte necesario al MTC, en tanto es el órgano público de 
competencia sectorial que supervisa el cumplimiento de lo establecido en el artículo 
7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC, y cualquier decisión que se adopte en el 
proceso podría afectarlo de manera directa. 
3.8. Denuncia Civil presentada por la Presidencia del Consejo de Ministros 
La Presidencia del Consejo de Ministros interpone denuncia civil contra el MTC en 
atención a que la demanda interpuesta versa sobre un Contrato de Concesión del 
Aeropuerto Internacional Jorge Chávez que suscribió con LAP, y por tanto éste debe 
responder ante cualquier controversia que pueda suscitarse al respecto. 
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3.9. Contestación de demanda presentada por el Congreso de la República  
Con fecha 18 de setiembre de 2007, el Congreso de la República formula excepción 
por falta de legitimidad para obrar pues no existe correspondencia entre las partes 
que actúan el proceso judicial y las que la ley habilita para pretender o contradecir la 
materia sub litis, en todo caso, el Congreso de la República no ha promulgado la 
norma cuya inaplicación se pretende ser inaplicada. 
En ese sentido, manifiesta que el MTC debería ser el que responda por las 
pretensiones consignadas en la demanda de amparo de LAP, en tanto la aprobación 
del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC tuvo el refrendo de dicha entidad. 
3.10. Resolución N° 18 emitido por el 34vo Juzgado Civil  
El Juzgado, luego de analizar los escritos de contestación de demanda y la solicitud 
de incorporación del MTC al proceso presentado por LAP, considera que la decisión 
que se adopte luego del proceso podría afectar al MTC, por lo que resuelve declarar 
FUNDADA la denuncia civil formulada por Presidencia del Consejo de Ministros, de 
este modo se corre traslado al MTC para que haga ejercicio de su derecho a la 
defensa.  
3.11. Contestación de demanda presentada por el MTC 
Con fecha 15 de noviembre de 2007, el MTC contesta la demanda indicando que el 
Decreto Supremo N° 007-2006-MTC fue expedido en concordancia con el Convenio 
de Chicago y las recomendaciones de la Organización de Aviación Civil Internacional. 
Al respecto, indica que el Convenio de Chicago regula aspectos sobre la seguridad y 
protección de la aviación civil contra Actos de Interferencia Ilícita, es decir, dictamina 
pautas para prevenir cualquier acto que, siendo ajeno a la actividad aeronáutica, sean 
susceptibles de generar un posible riesgo, tales como secuestros, bombas, entre 
otros. Siendo que la demandante confunde este concepto con el de seguridad 
operacional de las actividades aéreas. 
Señala que en atención a este Convenio, el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-
2006-MTC busca contribuir a la seguridad y protección de la aviación civil, por lo que 
establece la restricción de sub contratar personal de seguridad sobre la Zona de 
Seguridad Restringida, punto neurálgico en el que se procede a realizar inspección de 
los pasajeros y los bienes que portan, con la finalidad de evitar tragedias. 
De otro lado, señala que la cuestionada prohibición ya se encontraba contenida dentro 
del Contrato de Concesión suscrito con LAP, pues en ella se advierte que las 
actividades principales no pueden ser materia de subcontratación, entre las que se 
encuentra el servicio de seguridad. 
Aunado a ello, sostiene que la subcontratación de terceras empresas es inadecuado 
a los Intereses del Estado, pues se pierde la calidad de los servicios, así como la 
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responsabilidad y compromiso vinculados a ello. 
Así pues, la subcontratación de esta actividad principal (servicio de seguridad dentro 
de la Zona de Seguridad Restringida) abre la posibilidad de filtrado de información y 
falta de especialización, debido a que tal formato de contratación genera una alta tasa 
de rotación de trabajadores y con ello también el know-how transmitido en las 
capacitaciones. 
El MTC comenta que LAP fue materia de auditoría en el mes de abril del año 2006, 
advirtiéndose una serie de deficiencias en cuanto al servicio de seguridad del cual se 
encuentra a cargo por el Contrato de Concesión, entre las que figura no brindar cursos 
de seguridad, programas de instrucción defectuosos, entre otros. 
Asimismo, indica que la restricción establecida en el Decreto Supremo N° 07-2006-
MTC es razonable en tanto busca contribuir a un mejor servicio de seguridad por 
medio de reducir la exposición de información privilegiada a razón de una alta tasa de 
rotación de trabajadores que implica la subcontratación; y es proporcional en tanto 
supera el respectivo test. 
Respecto al test de proporcionalidad aplicado a la prohibición de subcontratar personal 
de seguridad en la Zona de Seguridad Restringida, indica que la restricción supera el 
subtest de idoneidad, en tanto cumple su finalidad que es contribuir a un mejor servicio 
de seguridad; el subtest de necesidad, por cuanto no existía medida menos gravosa, 
después de todo tal restricción se encuentra contemplada dentro del Contrato de 
Concesión suscrito entre el MTC y LAP; y el subtest de proporcionalidad en sentido 
estricto, la restricción no afecta derecho constitucional alguno. 
Afirma que la demandante no ve afectado su derecho a la libertad de contratación, la 
restricción se encuentra contenida dentro del Contrato de Concesión, incluso sostiene 
que se estaría generando incumplimiento del Contrato al pretender subcontratar un 
servicio que figura como principal. 
Por último, indica que la demanda debe ser declarada infundada pues el petitorio en 
cuestión fue expuesto por FORZA S.A. en otra demanda de amparo el mismo año que 
se presentó la demanda de amparo interpuesta por LAP, y que fue declarada 
infundada en atención a que el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC es 
una norma heteroaplicativa. 
 
3.12. Resolución N° 28 emitido por el 34vo Juzgado Civil 
El Juzgado se pronuncia sobre las excepciones interpuestas por la el Procurador 
Público encargado de los asuntos judiciales Presidencia del Consejo de Ministros y el 
Procurador Público encargado de los asuntos judiciales del Congreso de la República, 
de este modo indica lo siguiente: 
a) Sobre la Excepción de Oscuridad o Ambigüedad en el modo de proponer la 
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demanda, presentada por la Presidencia del Consejo de Ministros: indica que se 
puede desprender de la demanda que LAP pretende la inaplicación del artículo 7 
del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC, razón por la que la declara INFUNDADA. 
 
b) Sobre la Excepción de Falta de Legitimidad para Obrar, presentada por la 
Presidencia del Consejo de Ministros: señala que en el presente proceso sólo 
puede formar parte aquellos que han estado involucrados en la expedición del 
Decreto Supremo N° 07-2006-MTC, siendo que la Presidencia del Consejo de 
Ministros no tuvo injerencia en tal norma, resuelve declarar FUNDADA la 
excepción. 
 
c) Sobre la Excepción de Falta de Legitimidad para Obrar, presentada por el 
Congreso de la República: establece que si bien estuvieron involucrados con la 
promulgación de la Ley bajo la cual se ha emitido el Reglamento aprobado por el 
Decreto Supremo N° 07-2006-MTC, el refrendo de la norma sub litis lo realizó el 
MTC, razón por la declara la excepción FUNDADA. 
Asimismo, declara al MTC como litisconsorte necesario en atención a que la Denuncia 
Civil formulada por la Presidencia del Consejo de Ministros que fue declarada fundada, 
por lo que las partes del proceso son LAP y el MTC, con lo cual el proceso se declara 
SANEADO. 
3.13. Resolución N° 34 - Sentencia emitida por el 34vo Juzgado Civil 
El Juzgado determina que el artículo 7 del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC es una 
norma heteroaplicativa y no autoaplicativa, pues requiere del desarrollo de actos 
posteriores para materializar sus efectos. 
De este modo, indica que LAP no se ha visto afectada por la publicación de la norma 
cuya inaplicación se pretende, en atención a que no se han acreditado los referidos 
actos posteriores; del mismo modo, indica que la referida norma no ha sido declarada 
inconstitucional por lo que mantiene su vigencia legal y efectos jurídicos en aplicación 
del principio de legalidad de las normas jurídicas. 
En atención a los argumentos anteriormente expuestos, el Juzgado declara 
IMPROCEDENTE la demanda de amparo interpuesta por LAP.  
3.14. Recurso de apelación interpuesto por LAP  
Con fecha 20 de enero del año 2009, LAP interpone recurso de apelación contra la 
sentencia contenida en la Resolución N° 34. 
Solicita como pretensión impugnatoria principal que el superior jerárquico revoque la 
referida sentencia, y declare fundada la demanda. Del mismo modo, como pretensión 
impugnatoria subordinada solicita que se declare nula la sentencia en cuestión, y se 
ordene al inferior jerárquico emitir una nueva. 
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Para efectos de la pretensión principal, argumenta que las normas prohibitivas son 
autoaplicativas pues no requieren ser desarrolladas por otro tipo de norma para que 
se materialice sus efectos jurídicos, éstas llevan incorporadas un principio de 
ejecución. 
Mientras que para efectos de su pretensión subordinada, alega que la sentencia 
cuestionada no cuenta con motivación suficiente, pues no se desprende razonamiento 
lógico bajo el cual ha aplicado la subsunción de norma; del mismo modo, adolece de 
motivación aparente pues el inferior jerárquico cita normas que carecen de pertinencia 
para efectos de justificar su resolución, esto es, argumentar por qué el artículo 7° del 
Decreto Supremo N° 07-2006-MTC es una norma heteroaplicativa. 
3.15. Resolución N° 05 emitido por la Quinta Sala Civil 
Una vez elevada el escrito de apelación, el Superior Jerárquico determina que el 
artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC es autoaplicativo en tanto despliega 
efectos normativos de manera directa sin la necesidad de actos posteriores. 
Del mismo modo, señala que no se ha podido corroborar cuáles son las operaciones 
principales que el Operador Principal debe realizar directamente, razón por la que no 
puede determinar si la restricción de sub contratar personal de seguridad en la Zona 
de Seguridad Restringida se ha consignado a nivel del Contrato de Concesión. 
En ese sentido, resuelve declarar NULA la sentencia expedida por el 34vo Juzgado 
Civil y requiere al 31er Juzgado Civil emitir nueva sentencia tomando en cuenta lo 
señalado. 
3.16. Resolución N° 39 - Sentencia emitida por el 31er Juzgado Civil 
Luego de lo dispuesto por el superior jerárquico, el Juzgado emite nuevo fallo en el 
que señala que no cabe cuestionamiento sobre la constitucionalidad de una norma 
mediante demanda de amparo. 
Indica que la norma cuya inaplicación se pretende busca asegurar la aeronavegación 
por tratarse de una actividad principal dentro de los aeródromos, actividad que por lo 
general son los propios Estados los que se encargan de garantizar, y que a razón de 
ello fue expedida bajo cumplimiento de la función supervisora y correctiva del Estado. 
Asimismo, señala que no se ha acreditado vulneración al derecho constitucional a la 
libertad de contratar, pues LAP se encuentra obligada a tener que acatar las 
disposiciones que el Estado dictamine. 
De este modo, declara INFUNDADA la demanda de amparo presentada por LAP. 
3.17. Recurso de apelación interpuesto por LAP 
Con fecha 16 de agosto de 2010, LAP interpone recurso de apelación contra la 
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sentencia emitida por el 31er Juzgado Civil. 
Como pretensión impugnatoria principal solicita que se revoque la sentencia, y que se 
declare fundada la demanda en todos sus extremos; mientras que como pretensión 
impugnatoria subordinada solicita que se analice la validez de la sentencia y se 
proceda a declararla nula por vicio de motivación aparente. 
Para efectos de la pretensión impugnatoria principal, señala que existe afectación a la 
libertad de contratar en tanto el Contrato de Concesión no estipulaba restricción 
alguna para subcontratar terceras empresas, además tal tipo de contratación no 
persigue un fin ilícito, y no existen razones de orden público que justifiquen la 
restricción contenida en el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC. 
Del mismo modo, enfatiza que no solicita la declaración de inconstitucionalidad de la 
norma que pretende ser inaplicada, sino el control difuso de la misma para su caso 
concreto en tanto se afecta la libertad de contratación. 
Aunado a ello, señala que el Juzgado debió analizar si la norma autoaplicativa 
afectaba o no su derecho a la libertad de contratar, no únicamente analizar la 
naturaleza de ésta, pues la estancia probatoria vinculada a la admisibilidad ya ha sido 
superada. 
Sostiene que el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC no puede establecer 
una política general en base a una disposición contractual específica, únicamente esto 
corresponde al Contrato de Concesión celebrado entre LAP y el Estado peruano. 
Por otro lado, manifiesta que la contratación directa de personal no es la única forma 
de contratación que establece responsabilidades jurídicas, pues ésta también se 
establece en el contrato suscrito entre LAP y FORZA S.A.  
Precisa que LAP como concesionaria del aeropuerto, cuenta como Operador Principal 
a la empresa FRAPORT, parte del consorcio que obtuvo la buena pro, la cual maneja 
el know-how sobre el servicio de seguridad, y de hecho, es el responsable de 
ejecutarla en la concesión mediante la empresa FORZA S.A. 
Expresa que OSITRAN realizó una interpretación del Contrato de Concesión el día 08 
de abril de 2005, en el que ha admitido que la subcontratación de empresas de 
seguridad es viable en tanto se cumplan con los lineamientos y condicionamientos 
establecidos en las Bases de la Licitación Pública y en el Contrato de Concesión. 
Además, señala que la sentencia no fundamenta en qué medida la prohibición de 
subcontratar servicios especializados de seguridad constituye un acto de ejecución 
del Convenio de Chicago conforme ha señalado el MTC en su escrito de contestación 
de demanda. 
Asimismo, la restricción no garantiza una mejor prestación en el servicio de seguridad, 
al contrario, lo perjudica pues LAP tiene como fin social la administración y no el 
desarrollo de actividades de seguridad; en todo caso, se deseaba un mejor servicio se 
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hubiese optado por desplegar mayores labores de control sobre las empresas 
contratadas. 
De este modo, señala que la prohibición en cuestión también constituye una limitación 
irrazonable, una intervención innecesaria por parte del Estado, más aún cuando 
configura una clara alteración de los términos pactados en el Contrato de Concesión. 
Por último, para efectos de su pretensión impugnatoria subordinada, sostiene que el 
Juzgado incurre en vicio de motivación por cuanto: 
a) La sentencia materia de apelación sólo argumenta sobre el fondo del asunto en 
dos considerandos. 
 
b) No se consignan las disposiciones del Convenio de Chicago bajo las que se 
expide el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC. 
 
c) El Juzgado no señala bajo qué criterio se realiza una ponderación entre el 
derecho a la vida y la libertad contractual. 
 
d) No justifica en qué medida la función correctiva y reguladora del Estado habilitan 
la potestad de emitir prohibiciones como la contenida en el artículo 7° del Decreto 
Supremo N° 07-2006-MTC. 
3.18. Resolución N° 09 - Sentencia emitido por la Quinta Sala Civil  
El Superior Jerárquico resuelve la apelación señalando que la discusión de fondo, 
esto es, que la vigencia de la norma cuestionada altere el contenido del Contrato de 
Concesión, es un tema ajeno a la tutela que ampara la demanda de amparo, y que 
tal controversia podría ser resuelta en la sede contenciosa administrativa. 
Por tal razón, revoca la sentencia emitida por el inferior jerárquico y reformándola la 
declara IMPROCEDENTE. 
3.19. Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por LAP 
Con fecha 09 de junio del año 2011, LAP interpone Recurso de Agravio 
Constitucional alegando que la Quinta Sala Civil pretendiendo que el Tribunal 
Constitucional declare nula la Resolución N° 09, emita un pronunciamiento de fondo 
sobre la controversia, revoque la Resolución y declare fundada la pretensión alegada 
en esa instancia. 
Sostiene que la Sala ha expedido sentencia en base a una interpretación incorrecta 
del objeto de la demanda, emitiendo pronunciamiento sobre cuestiones que no 
guardan relación con el proceso. 
 
En ese sentido, indica que la sentencia sufre de motivación sustancial incongruente 
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pues la Sala no debió pronunciarse sobre la procedencia o improcedencia de la 
demanda, esto no era materia de cuestionamiento en la sentencia expedida por el 
Inferior Jerárquico, sino los fundamentos por los cuales fue declarada infundada la 
demanda de amparo. 
Señala además que el cuestionamiento de la sentencia del 34vo Juzgado Civil reside 
en la aplicación o no del artículo 7 del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC al contrato 
de Concesión suscrito por LAP, el cual no ha recibido análisis alguno. 
Del mismo modo, sostiene que el cuestionamiento a la validez de la sentencia de 
primera instancia no ha sido decidido, sin existir pronunciamiento al respecto, por lo 
que solicitan al Tribunal Constitucional emitir resolución correspondiente. 
Así pues, LAP sostiene que la sentencia expedida por la Quinta Sala adolece de 
motivación aparente en tanto no justifica por qué no se debería analizar la 
intangibilidad de un Contrato de Concesión, únicamente señala que la materia sub 
litis es ajena a la demanda de amparo; peor aún, no argumenta por qué la vía 
contenciosa administrativa sería la idónea para efectos de resolver sus pretensiones, 
cuando por esta vía no se puede solicitar la inaplicación de una norma como es el 
artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC. 
Aunado a lo expuesto, indica que la Sala ha centrado el análisis en función al 
reconocimiento de una situación jurídica proveniente del Contrato de Concesión, 
esto es, si el Contrato de Concesión admite la subcontratación de personal de 
seguridad para la Zona de Seguridad Restringida, cuando en realidad LAP pretendía 
la inaplicación de una norma mediante el control difuso de constitucionalidad por 
afectar directamente su derecho constitucional a la libertad de contratar. 
Por último, sostiene que la restricción contenida en el artículo 7° del Decreto 
Supremo N° 07-2006-MTC no supera el test de proporcionalidad en atención a lo 
siguiente: 
i. Sobre el subprincipio de idoneidad o adecuación: No se logra el fin perseguido 
en tanto la limitación contractual no asegura que la contratación directa 
garantice un mejor servicio de seguridad, peor aún, se restringe 
innecesariamente la posibilidad de contratar empresas especializadas para tal 
fin. 
 
ii. Sobre el subprincipio de necesidad: Existían medidas menos gravosas como 
requerir a LAP un mayor control sobre las empresas sub contratadas para 
prestar servicios de seguridad. 
 
iii. Sobre el subprincipio de proporcionalidad: En tanto la medida no es idónea, deja 
de ser proporcional respecto a los efectos jurídicos negativos que ocasiona, en 
este caso, la prohibición de subcontratar no sólo afecta la libertad de contratar, 
sino que también al implicar mayores gastos para las capacitaciones se 




3.20. Sentencia emitida por el Tribunal Constitucional 
El Tribunal Constitucional señala que las normas que contienen restricciones son 
autoaplicativas, no requieren de mayor actuación para que sean acatadas, razón por 
la que era admisible demanda de amparo contra el artículo 7° del Decreto Supremo 
N° 07-2006-MTC.  
Indica que dentro del Contrato de Concesión se estableció a LAP como 
Concesionaria, mientras que a la empresa FRAPORT como Operador Principal, 
siendo que existe una vinculación entre ambos y responden solidariamente frente a 
cualquier responsabilidad que se genere. 
Así pues, FRAPORT era el encargado de que la contratación de personal de 
seguridad se realice conforme a los parámetros establecidos en las Bases de la 
Licitación, el Contrato de Concesión y demás dispositivos normativos que regulen la 
seguridad en la aviación civil; pudiendo para ello, subcontratar una empresa 
especializada en seguridad como es el caso de FORZA S.A. 
Ahora bien, la norma cuya inaplicación se pretende estipula una condición para la 
ejecución del Contrato de Concesión que al momento de ser formulado y suscrito, 
no había sido contemplado. 
Aunado a ello, señala que la prohibición de subcontratar oficiales de seguridad 
aeroportuaria en la Zona de Seguridad Restringida es arbitraria, en tanto existen 
diversos tipos de oficiales de seguridad que también se encuentran a cargo de zonas 
neurálgicas del aeródromo, pero cuya contratación no se ha visto restringida. 
Más aún, la contratación directa de personal no garantiza una mejor prestación de 
servicios de seguridad, no existe relación de causalidad alguna, en sentido contrario, 
una empresa especializada en tal servicio es una garantía más óptima para tal fin, 
por lo que carece de fundamento la subsistencia de la prohibición. 
Por último, el Tribunal Constitucional señala que la referida norma no supera el Test 
de Proporcionalidad conforme a lo siguientes criterios: 
a) Sub test de idoneidad: De acuerdo con el MTC, la norma cuestionada tiene por 
finalidad contribuir a un sistema de seguridad que garantice que no se susciten 
actuaciones ilícitas, tales como secuestros, bombas, entre otros.  
De acuerdo con ello, no se colige cómo es posible que la prohibición de 
subcontratar un tipo de agente de seguridad, y no todos, puede llevar a tal 
finalidad; razón por la que la medida no es idónea. 
b) Sub test de necesidad: Para el Tribunal Constitucional, existían medidas menos 
gravosas que podían garantizar el fin que en teoría buscaba la norma, a modo de 
ejemplo, se podía solicitar mayor control o supervisión de las empresas de 
seguridad sub contratadas mediante la Autoridad Administrativa Competente, tal 
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y como es el caso de la Dirección General de Aeronáutica Civil; por consiguiente, 
la medida no supera el sub test de necesidad. 
Por los fundamentos anteriormente expuestos, el Tribunal Constitucional declara 
FUNDADO el Recurso de Agravio Constitucional presentado por LAP, habiéndose 
acreditado la afectación del derecho a la libertad contractual, aplicándose control 
difuso del artículo 7.2 del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC y el artículo 5.3 de la 





















IV. PROBLEMAS JURÍDICOS 
 
Los principales problemas jurídicos que se advierten del Expediente son los 
siguientes: 
A. Sobre el artículo  5° de la Ley de seguridad de aviación civil y el artículo 7° del 
Decreto Supremo N° 07-2006-MTC  
 
4.1. ¿Cuáles son los efectos jurídicos del artículo 5° de la Ley Nº 28404 y del 
artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC en función a LAP? 
 
4.2. ¿El artículo 5° de la Ley Nº 28404 y 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-
MTC cumple con los parámetros constitucionales establecidos para normas 
de su naturaleza jurídica? 
B. Sobre el Contrato de Concesión 
 
4.3. ¿El artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC modifica los términos 
del Contrato de Concesión suscrito entre el Estado peruano y LAP? 
 
4.4. De ser así, ¿El Estado se encontraba facultado de modificar unilateralmente 
el Contrato de Concesión suscrito con LAP? 
C. Sobre la vía procesal 
 
4.5. ¿Qué derechos se encontraban en conflicto entre el Estado peruano y LAP 
luego de promulgarse el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC? 
 
4.6. ¿Era posible acudir a la vía contenciosa administrativa? En todo caso, ¿La 
demanda de amparo era la única vía judicial posible? 
D. Sobre la subcontratación laboral 
 
4.7. ¿La contratación directa implica mayor control sobre información privilegiada, 














A. Sobre el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC  
5.1. ¿Cuáles son los efectos jurídicos del artículo 5° de la Ley Nº 28404 y del 
artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC en función a LAP? 
 
5.1.1. Objeto y alcances del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC 
 
La Ley N° 28404, Ley de Seguridad de la Aviación Civil, tiene por finalidad 
modernizar las instituciones que se emplean para normar la aviación civil8, lo 
cual se realizó en el marco de la signatura del Convenio sobre Aviación Civil 
Internacional por parte de nuestro país. 
Para cumplir su finalidad, no sólo dispuso una serie de conceptos claves, así 
como prohibiciones, sino también esclareció el grado de responsabilidad por 
parte de las instituciones del Estado, así como del sector privado que se 
encontraba inmerso en la aviación civil. 
De forma puntual y pertinente para efectos del presente informe, la norma en 
cuestión dispuso una prohibición contemplada en el numeral 3 de su artículo 5° 
que establece lo siguiente:  
‘’ Artículo 5.- De la seguridad aeroportuaria dentro del Sistema de 
Defensa Nacional 
  (…) 
5.3 El Operador del Aeródromo no podrá subcontratar los servicios 
de seguridad, debiendo cumplir dicha función con personal propio y de 
acuerdo a lo establecido en el Programa Nacional de Seguridad de la 
Aviación Civil’’ (el subrayado y resaltado son propios). 
 
Siendo que en su Tercera Disposición Complementaria contenía un mandato 
para que el Ministerio de Transportes y Comunicaciones reglamente la ley en un 
plazo de noventa (90) días como máximo después de promulgada, tiempo que 
fue excedido de sobremanera pues el reglamento fue promulgado un (01) año y 
dos (meses) posteriores a la promulgación. 
Del mismo modo, su Cuarta Disposición Complementaria ordenó al Comité 
Nacional de Seguridad de la Aviación Civil, también en un plazo de noventa (90) 
                                                             
8 Diario de debates de las primera legislatura ordinaria de 2004, Tomo III, p. 1970 – 1971. 
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días, adecuar las competencias en materia de seguridad de la aviación civil de 
la Corporación Peruana de Aeropuertos y Aviación Comercial S.A. (CORPAC 
S.A.). 
Sin perjuicio de ello, el Poder Ejecutivo dispuso lo siguiente con relación a la 
prohibición contenida en la ley: 
‘’ Artículo 7.- De la Seguridad Aeroportuaria dentro del Sistema de 
Defensa Nacional 
7.1 Corresponde al personal asignado a la Seguridad de la Aviación Civil 
del sector aeronáutico las siguientes denominaciones y funciones: 
(…) 
d. Oficial de Seguridad Aeroportuaria: Es el personal del Operador del 
Aeródromo público o privado, que cumple funciones de inspección de las 
instalaciones, pasajeros, equipaje de mano y otras que se establezcan 
en el Programa de Seguridad del Operador del Aeródromo, para cuyo 
efecto recibe capacitación y entrenamiento especializado sobre 
seguridad de la aviación proporcionado por el Operador del Aeródromo. 
(…) 
7.2 El operador del aeródromo no puede subcontratar al personal de 
seguridad a que se refiere el literal d) del numeral anterior que realiza 
funciones dentro de la Zona de Seguridad Restringida’’. 
Como se puede advertir, la norma en cuestión establece la prohibición expresa 
de subcontratar a los Oficiales de Seguridad Aeroportuaria que realizan 
funciones dentro de la ‘’Zona de Seguridad Restringida’’, la cual se define 
como: ‘’Zonas de la parte aeronáutica de un aeropuerto, cuyo acceso está 
controlado para garantizar la Seguridad de la Aviación Civil. Dichas zonas 
comprenden, entre otras, las áreas de salida de pasajeros entre el punto de 
inspección y la aeronave, la plataforma, los locales de preparación de embarque 
de equipaje, los locales de la parte aeronáutica de servicios de provisión de 
alimentos y de limpieza de las aeronaves, los depósitos de carga, y los centros 





En ese sentido, podemos advertir de lo anterior que no se proscribe la 
subcontratación del servicio de seguridad, sino únicamente a una categoría de 
trabajador en concreto: el Oficial de Seguridad Aeroportuaria, y siempre y 
cuando éste realice funciones dentro de la Zona de Seguridad Restringida. 
 
Para efectos de ilustrar la prohibición, ésta aplicaría por ejemplo sobre las zonas 
señaladas por los cursores negros que figuran en la siguiente imagen adjunta, 










Imagen 1 – Mapa general del Aeropuerto Jorge Chávez 
  
POSTURA RESPECTO AL NUMERAL 5.1.1 
A modo de conclusión, podemos advertir dos cuestiones sobre el artículo 5° de 
la Ley N° 284040 y el artículo 7° del Decreto Supremo 07-2006-MTC: 
a) Tienen por finalidad regular la aviación civil mediante la modernización de 
una serie de parámetros e instituciones conforme a compromisos 
internacionales suscritos por el Estado peruano. 
 
                                                             
9 Imagen extraída del portal web de Lima Airport Partners (LAP) https://www.lima-





b) Si bien la prohibición establecida en el artículo 5° de la Ley N° 28404 sobre 
la subcontratación del servicio seguridad es absoluta, mediante su 
Reglamento tal prohibición es limitada sólo a los Oficiales de Seguridad 
Aeroportuaria que realizan funciones dentro de la Zona de Seguridad 
Restringida. 
 
5.1.2. Sobre el Derecho Administrativo Económico y sus fuentes 
Como puede advertirse del anterior acápite, la norma en cuestión tiene por 
finalidad regular la conducta de agentes vinculados a la aviación civil, esta 
clase de normas son la exteriorización de una facultad del Estado denominada 
poder de Policía, el cual constituye objeto de estudio del Derecho 
Administrativo Económico, rama del derecho dedicada, entre otros campos de 
investigación, a estudiar el comportamiento del Estado dentro del mercado. 
Ahora bien, para efectos de entender tal facultad, es necesario explicar 
previamente el rol del Estado en materia económica, el cual se encuentra 
reconocido en el artículo 58° de la Constitución Política de 1993 y que 
establece una Economía Social de Mercado10. 
De acuerdo con Joseph Stiglitz11, esta clase de modelos económicos se 
sustentan en fallas innatas al mercado, frente a las que se reconoce a la 
iniciativa económica privada un rol protagónico dirigido a reducirla, y a su se 
reconoce la intervención del Estado en el mercado al amparo de derechos 
fundamentales tales como seguridad, educación, salud, infraestructura, entre 
otros. 
Tal es así que realizando una lectura sistemática con el artículo 59° de la 
Constitución Política, se interpreta que el Estado regula en función a lo social, 
para proteger bienes públicos; y en lo económico para corregir fallas del 
mercado que afectan su desarrollo. 
                                                             
10 HUAPAYA TAPIA, Ramón. Notas sobre el Concepto Jurídico del Servicio Público en nuestro 
Ordenamiento Legal. En Revista Derecho & Sociedad, Número N° 36, año 2011. Pp. 96 y 97.  
 
11 STIGLITZ, Joseph. Regulación y Fallas. En Revista de Economía Institucional, Volumen N° 




Dicho de otro modo, el Estado cuenta con una actuación subsidiaria12 frente al 
desarrollo y ejercicio de los denominados derechos fundamentales 
económicos, los cuales se encuentran constituidos por una serie de libertades 
económicas y prestaciones sociales. 
De acuerdo con nuestro Tribunal Constitucional en la Sentencia recaída en el 
Expediente N° STC 0008-2003-AI, el principio de subsidiaridad indica que: 
‘’ Las acciones del Estado deben estar vinculadas al fomento, 
estimulación, coordinación, complementación, integración o sustitución, 
en vía supletoria, complementaria o de reemplazo, de la libre iniciativa 
privada. La subsidiaridad se manifiesta como el acto accesorio o de 
perfeccionamiento en materia económica, que se justifica por la inacción 
o defección de la iniciativa privada” (Fundamento Jurídico N° 23). 
Así pues, de acuerdo con nuestra Constitución Política, los derechos 





En cuanto a los derechos fundamentales de libertad económica, el Estado 
dispone el marco jurídico bajo el cual deben ser ejercidas, esto es, control 
sobre ellas, persuasión del Estado a través de autoridades públicas para lograr 
protección de intereses públicos o valores y límites constitucionales. 
                                                             
12 KRESALIA, Baldo, El principio de subsidiariedad en materia económica. En Análisis de las 
Constituciones peruanas de 1979 y 1993, Palestra, Lima, 2010. P. 159. 
 
13 Esquema de creación propia, base bibliográfica: KRESALJA ROSELLÓ, Baldo Juan José. 
¿Estado o Mercado?, el principio de subsidiaridad en la Constitución peruana. Fondo Editorial 

















Así pues, la libertad de empresa con su respectivo núcleo duro (acceso al 
mercado, libertad de organización y salida del mercado), se encuentran sujetos 
a regulaciones que buscan, por ejemplo, promover la iniciativa privada 
mediante el impedimento de monopolios o fomentar el desarrollo de un 
determinado sector económico mediante beneficios tributarios. 
Por su lado, la libertad de contratar y su núcleo duro (elegir la contraparte del 
parte del contrato, y el contenido de ésta), en cuanto a la restricción de 
contratar con determinados grupos de empresa para evitar el surgimiento de 
carteles. 
Mientras que para el caso de libertad de propiedad y su núcleo duro 
(disposición, uso y goce de bienes), existe hasta tres niveles de intervención 
(delimitación, limitación y sacrificio).  
No obstante lo expuesto, diversos autores señalan que el Estado no sólo 
protege y garantiza los derechos fundamentales económicos, sino que también 
se encontraría en la obligación de promoverlos. 
Así pues, autores como Esteve Pardo14, califican a esa función como actividad 
de fomento, la cual se materializa mediante diversas actuaciones estatales 
tales como exoneración de impuestos, otorgamiento de bonos económicos, 
entre otros. 
Ahora bien, conforme al autor anteriormente citado, alrededor de las libertades 
económicas se encontrarían hasta tres tipos de actuación por parte del 
Estado15: 
 Actividad de fomento: en el caso que se encuentre ampliando el ejercicio de 
las libertades económicas. 
 
 Actividad de policía: cuando fiscaliza el cumplimiento de la regulación 
                                                             
14 ESTEVE PARDO, José. Lecciones de Derecho Administrativo, Actualizada según leyes de 
2015 del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y de Régimen 
Jurídico del Sector Público. Editorial Marcial Pons, quinta edición, año 2015. Pp. 415 - 416. 
 




vigente o cuando la modifique. 
 
 Actividad prestacional: toda vez que otorgue algún tipo de prestación social 
contenida en la constitución.  
Tal caracterización del comportamiento estatal es también compartida por el 
autor Miguel Sánchez Morón16, quien parte de un análisis de la evolución del 
concepto de servicios públicos y su relación con el Estado para señalar que: 
‘’ Es este concepto (el de Servicios Públicos) más limitado el que permite 
diferenciar como específica la actividad pública prestacional o de servicio 
de aquellas cuyo objeto directo es la regulación, la ordenación o el control 
de actividades privadas o el fomento y apoyo de iniciativas privadas’’.  
Se observa que, al margen de la evolución del Estado y el concepto de los 
servicios públicos, existe consenso en cuanto a los tipos de actuación estatal 
frente las libertades fundamentales económicas. 
Ahora bien, respecto a las fuentes normativas que componen la estructura 
jerárquica del DAE serían las que componen al Derecho Administrativo 
General17, con la especialidad de ser dirigidas a regular el mercado, entre ellas 
las siguientes: 
 Normativas: las cuales fueron emitidas por el poder legislativo o ejecutivo 
bajo leyes o reglamentos respectivamente. 
 
 Soft law: normas de original estatal o internacional, cuyo incumplimiento no 
genera sanción ni contienen amenaza de ello, sino únicamente medidas 
correctivas, en todo caso contienen incentivos dirigidos a promover o evitar 
una conducta determinada. 
 
 Tratados internacionales de inversión: Ya sean bilaterales o multilaterales, 
                                                             
16 SÁNCHEZ MORÓN, Miguel. Derecho Administrativo, parte general. Editorial Tecnos, año 
2014, décima edición, España. P. 782. 
 
17 GARCIA DE ENTERRIA, Eduardo y RAMON FERNANDEZ, Tomás, Curso de Derecho 
Administrativo, Tomo I. Editorial Palestra, Temis, Lima – Bogotá, Versión latinonamericana en 
base a 12º edición, año 2006. 
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estos tratados buscan promover un trato justo y equitativo entre 
inversionistas, por lo que su cumplimiento es obligatorio para todo Estado 
adscrito bajo sanción de acudir a tribunales internacionales.  
 
 Derecho comunitario: el conjunto de normas y jurisprudencia emitida por la 
Comunidad Andina de Naciones (CAN). 
 
 Normas técnicas: En atención al fenómeno de normalización industrial, los 
Estados buscan normas de base privada hechos por sus comités técnicos 
de industria.  
 
 Autoregulación: conjunto de reglas vinculantes generadas entre y para 
privados, los cuales se encuentran dirigidos a alcanzar mayor prestigio en 
el mercado18. 
De entre las normas enunciadas, la fuente normativa resaltante es la 
autorregulación, la cual se sustenta en la Economía Social del Mercado pues 
prioriza que sean los agentes del mercado los que establezcan sus propias 
reglas antes que por el propio Estado, el cual en este caso, dependiendo del 
tipo de autorregulación, podrá validarla o garantizar su cumplimiento.   
Ahora bien, tales las fuentes anteriormente enunciadas se encontrarían 
ordenadas conforme a la estructura jerárquica establecida por Kelsen19: 
 Normas de rango constitucional. 
 
 Normas de rango legal (leyes y reglamentos). 
 
 Normas de rango infra legal como disposiciones administrativas emitidas 
por autoridades sectoriales competentes. 
POSTURA RESPECTO AL NUMERAL 5.1.2 
                                                             
18 ALZA BARCO, Carlos. Autorregulación, apuntes conceptuales. En Revista Derecho & 
Sociedad, número 36, año 2011. Pp. 75 y 76. 
 
19 KELSEN, Hans; RINGHOFER, Kurt, and WALTER, Robert. Teoria general de las normas. 
México: Editorial Trillas, 1994. 
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De este modo, cuando un particular voluntariamente opta por ingresar a un 
determinado sector económico, debe cumplir las reglas y deberes que se 
hubiesen emitido en el marco sectorial correspondiente en todos los niveles de 
la estructura jerárquica normativa.  
POSTURA RESPECTO AL NUMERAL 5.1 
El artículo 5° de la Ley Nº 28404 (ley) y del artículo 7° del Decreto Supremo N° 
07-2006-MTC (reglamento) se constituyen como fuentes normativas del 
Derecho Administrativo Económico en tanto fueron emitidas por el Poder 
Legislativo y Poder Ejecutivo, respectivamente. Siendo que tienen por finalidad 
desarrollar regulación respecto al sector transporte, puntualmente sobre la 
aviación civil, mediante la proscripción de una conducta jurídica como es la 
subcontratación de empresas de seguridad. 
5.2. ¿El artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC cumple con los 
parámetros constitucionales establecidos para normas de su naturaleza 
jurídica? 
 
5.2.1. Principios fundamentales del Derecho Administrativo Económico 
Una vez enunciadas las fuentes del DAE, es necesario indicar que cualquier 
regulación estatal sobre los derechos fundamentales económicos, 
materializados en regulación de un determinado mercado, debe emitirse en 
atención a los siguientes principios fundamentales de la intervención 
regulatoria20: 
a) Principio de legalidad: Sólo se puede regular en materia económica si existe 
una fuente normativa, sea ley u ordenanza habilitante que expresamente 
habilite la intervención del Estado. 
 
b) Principio de Razonabilidad: toda norma dirigida a regular debe contener una 
motivación razonada que justifique la intervención del Estado, debiendo 
para estar fundamentada en análisis técnicos y jurídicos. 
 
c) Principio de Proporcionalidad: las normas regulatorias debe superar el test 
                                                             
20 SANTAMARÍA PASTOR, Juan Alfonso. Principios del Derecho Administrativo General II. 
Editorial Iustel, año 2009, España. Pp. 261 – 264. 
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proporcionalidad el cual implica un sub test de adecuación, sub test de 
necesidad, y un sub test de proporcionalidad en sentido estricto. 
 
Al respecto, el sub test de adecuación señala que la medida debe ser 
adecuada para proteger un bien jurídico específico, además, tal medida 
debe ser la menos gravosa posible en función a medidas menos restrictivas. 
 
Por otro lado, el sub test de necesidad indica que la medida debe responder 
a un interés público concreto, lo cual constituiría una razón objetiva por la 
que se requiere intervenir, las cuales se encuentran contempladas en el 
artículo 59 de la Constitución Política (Seguridad, orden público y salud).  
 
d) Principio pro homine favor libertatis: En caso la norma regulatoria pueda 
optar por varias medidas alternas, deberá optarse necesariamente por la 
que restrinja en menor medida la libertad; en todo caso, de haber duda entre 
regular y no hacerlo, se deberá optar por lo segundo.  
Tal enunciación es respaldada por el autor Santamaría Pastor21, que indica que 
la intervención regulatoria, también denominada como actividad de ordenación, 
debe realizarse conforme a parámetros constitucionales que permitan 
resguardar las libertades económicas de los ciudadanos. 
POSTURA RESPECTO AL NUMERAL 5.2.1 
Ya sea regulando libertades económicas o prestaciones sociales, el Estado 
busca que éstos sean complementados por el sector privado bajo el parámetro 
de actuación subsidiaria que expresamente contempla la Constitución Política. 
5.2.2. El rol de policía del Estado 
De acuerdo con Brewer-Carías22, el Estado se encuentra en una situación 
jurídica de poder unilateral sobre los administrados, siendo que toda actuación 
administrativa dentro de la que se encuentra comprendida la actividad 
                                                             
21 Íbidem pp. 261 – 265. 
 
22 BREWER-CARÍAS, Allan Randolph. Consideraciones sobre el Régimen Jurídico de la 
Actividad de Policía Administrativa. En Revista de Derecho Público, Número 48, año 1991. Pp. 




regulatoria, se ejerce en función a alguna de las siguientes potestades: 
a) Potestad reglamentaria: Potestad del Estado para emitir normas de 
cumplimiento obligatorio para los administrados. 
 
b) Potestad de autotutela: Potestad del Estado de emitir actos dirigidos a 
alterar situaciones jurídicas; siendo que dentro de ésta se encuentra la 
potestad sancionadora del Estado. 
 
c) Potestad contractual: Potestad del Estado, en concordancia con el principio 
de legalidad, para regular términos de contratos en los que se involucre 
como parte.  
Es más, autoras como Darnaculleta y Salvador23, a propósito de estudiar la 
actividad financiera y la participación del Estado en ella, advierten que al amparo 
de tales potestades se puede incluso perjudicar el desenvolvimiento de un 
mercado al obviar la participación de sus agentes económicos internos, e 
imponiendo reglas fuera de contexto. 
Como remedio a tal situación, recomiendan que el sector privado también 
cuente con algún grado de participación en la actividad regulatoria, lo cual pasa 
por sustituir una visión estrecha sobre el ejercicio de las potestades 
mencionadas, a una visión amplia con la finalidad de ‘’trascender los contenidos 
y la naturaleza pública o privada de los sujetos que intervienen en ella, para 
centrarse en los instrumentos y los fines24’’. 
En ese sentido, la actividad interventora se realiza al amparo de una potestad 
reglada cuya consecuencia directa es la reducción del margen de 
discrecionalidad por parte del Estado, lo cual conlleva a que todas sus 
actuaciones se encuentren debidamente fundamentadas. 
Sin perjuicio de lo expuesto, es importante señalar que para autores como las 
                                                             
23 DARNACULLETA I GARDELLA, Maria Mercè y SALVADOR ARMENDÁRIZ, María Amparo. 
Nuevas fórmulas de génesis y ejecución normativa en la globalización: el caso de la regulación 
de la actividad financiera. En Revista de Administración Pública, número 183, año 2010. Pp. 139-
177. 
 




anteriores, la definición de rol de policía se encuentra contenida dentro de un rol 
llamado de ordenación, en otros casos sólo se habla del rol de policía como es 
el caso de Brewer-Carias. 
Al respecto, para efectos del informe profesional se entenderá al rol de policía 
tanto como fiscalización como para efectos de la ordenación, es decir, de la 
regulación, ello en atención a que es un debate doctrinario pendiente. 
De este modo, a la capacidad para crear normas dirigidas a regular sectores 
económicos se le denominará poder de policía, el cual también lleva acuñado el 
título de poder ordenación a modo específico25, siendo que actualmente también 
existe consenso en que dicho poder funge como gestión de riesgos permisibles 
o tolerables a nivel sectorial26.  
En otras palabras, el poder de policía conlleva tanto a la fiscalización como a la 
capacidad para regular un mercado, nos encontraremos pues el ejercicio del 
poder de policía tanto cuando el Estado fiscaliza, por ejemplo, el trabajo en el 
sector minero, como en el caso de que expida normas a modificar el marco 
jurídico que lo sustenta.  
Para efectos de poder ejercer el poder de policía, los autores Sánchez Morón27 
y Santamaría Pastor28 indican que el Estado cuenta con las siguientes 
herramientas: 
 Normas: Leyes y reglamentos dirigidos a regular un sector económico. 
 
 Prohibiciones: Normas y actos administrativos que imponen una obligación 
de no hacer, entre las que se encuentran las prohibiciones absolutas (sin 
excepción) y relativas (con excepción).  
                                                             
25 SÁNCHEZ MORÓN, Miguel. Derecho Administrativo, parte general. Editorial Tecnos, año 
2014, décima edición, España. Pp. 651 - 653. 
 
26 ESTEVE PARDO, José. Lecciones de Derecho Administrativo, Actualizada según leyes de 
2015 del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y de Régimen 
Jurídico del Sector Público. Editorial Marcial Pons, quinta edición, año 2015. Pp. 357 - 361. 
 
27 SÁNCHEZ MORÓN, Miguel. Derecho Administrativo, parte general. Editorial Tecnos, año 
2014, décima edición, España. Pp. 666 – 686. 
 
28 SANTAMARÍA PASTOR, Juan Alfonso. Principios del Derecho Administrativo General II. 
Editorial Iustel, año 2009, España. Pp. 264 – 291. 
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 Técnica de suministro de información: basado en brindar información del
desarrollo de actividades estatales al administrado periódicamente.
 Imposición de deberes y obligaciones (también conocidas como técnicas
ablatorias): Situación jurídica de sujeción mediante ley a deberes que se
componen en prestaciones patrimoniales y no patrimoniales.
 Técnicas de condicionamiento: El Estado concilia derechos individuales con
el interés general a través de los títulos habilitantes, pudiendo éstos ser
represivos (condicionamiento ex post) y preventivos (condicionamiento ex
ante).
 Facultad de inspección y control: Vigilancia y supervisión del cumplimiento
de normas, obligaciones contractuales y actos administrativos.
 Facultad sancionadora: El Estado impone medidas punitivas en caso de
incumplimiento de normas regulatorias.
POSTURA RESPECTO AL NUMERAL 5.2.2 
El Estado cuenta con diversas potestades establecidas en la Constitución para 
efectos de su intervención en la economía, siendo el rol de policía uno de los 
más resaltantes, y bajo el cual ha expedido el artículo 7° del Decreto Supremo 
N° 07-2006-MTC dado que regula el sector transporte, específicamente la 
aviación civil. 
POSTURA RESPECTO AL NUMERAL 5.2 
De este modo, el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC 
correspondería a ser una herramienta prohibitiva emitida por el Estado en 
función a su poder de policía, en tanto establece la prohibición absoluta al 
Operador del Aeropuerto u Operador Principal de subcontratar oficiales de 
seguridad aeroportuaria en la Zona de Seguridad Restringida. 
Análisis desde el DAE sobre el Artículo 7° del D.S. N° 007-2006-MTC 
La norma cuya inaplicación LAP pretende establece lo siguiente: 
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‘’ Artículo 7.- De la Seguridad Aeroportuaria dentro del Sistema de
Defensa Nacional
7.1 Corresponde al personal asignado a la Seguridad de la Aviación Civil 
del sector aeronáutico las siguientes denominaciones y funciones: 
(…) 
d. Oficial de Seguridad Aeroportuaria: Es el personal del Operador del
Aeródromo público o privado, que cumple funciones de inspección de las
instalaciones, pasajeros, equipaje de mano y otras que se establezcan
en el Programa de Seguridad del Operador del Aeródromo, para cuyo
efecto recibe capacitación y entrenamiento especializado sobre
seguridad de la aviación proporcionado por el Operador del Aeródromo.
(…) 
 7.2 El operador del aeródromo no puede subcontratar al personal de 
seguridad a que se refiere el literal d) del numeral anterior que realiza 
funciones dentro de la Zona de Seguridad Restringida’’. 
De acuerdo con la contestación de demanda del MTC, la referida norma fue 
emitida en atención a compromisos internacionales suscritos por el Estado 
peruano, en particular la reducción de actos de interferencia ilícita como ataques 
terroristas. 
Asimismo, indica que la norma en cuestión cumple con los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad, conforme a lo siguiente: 
a) Principio de razonabilidad: indica que debido al contexto de ataques terroristas
internacionales, resulta razonable que sea exigible que el servicio de seguridad
lo preste una empresa con especialización suficiente, lo cual implica que no
cuente con alta rotación de personal tal y como puede ser el caso de una
empresa tercerizadora.
b) Principio de proporcionalidad:
 Sub principio de idoneidad: la exclusión de empresas tercerizadoras para
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brindar servicios de seguridad en la Zona de Seguridad Restringida tiene por 
finalidad garantizar una menor rotación del personal, generando mayor control 
sobre el acceso dicha zona y la retención de información privilegiada, lo cual 
también contribuye a mayor especialización del personal. 
 Sub principio de necesidad: describe que se trata de un análisis de relación
medio-medio, mas no lo desarrolla para el caso concreto.
 Sub principio de proporcionalidad en sentido estricto: la norma en cuestión
beneficia el derecho a la seguridad y salud de los usuarios del aeropuerto,
siendo que la afectación al derecho de contratar de LAP no se ve afectado en
tanto éste se encuentra obligado a cumplir la normativa nacional.
Como se puede advertir, el MTC emite pronunciamiento sobre los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad, sin embargo, dado que se trata de una norma 
sectorial que se rige por los principios del DAE, se puede advertir que lo 
expuesto no es suficiente para establecer que la norma en cuestión cumple con 
los principios fundamentales de la actividad regulatoria, por lo que debió 
aplicarse con el principio pro homine favor libertatis, es decir, que en este caso 
específico el Estado no debió optar por la restricción contemplada en tal norma 
pues no existen elementos suficientes que justifiquen ese tipo de intervención. 
POSTURA RESPECTO AL LITERAL A 
Considero que la norma en cuestión NO CUMPLE CON LOS PARÁMETROS
CONSTITUCIONALES NI CON LOS PRINCIPIOS DEL DAE NECESARIOS 
QUE JUSTIFIQUEN ESE TIPO DE INTERVENCIÓN ESTATAL. 
B. Sobre el Contrato de Concesión suscrito entre Lima Airport Partners S.R.L. y el
Estado peruano
5.3. ¿En qué medida el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC modifica 
los términos del Contrato de Concesión suscrito entre el Estado peruano y 
LAP? ¿Existe alguna consecuencia? 
5.3.1. La naturaleza jurídica del Contrato de Concesión 
La Concesión es una de las modalidades de Asociación Público-Privada, las 
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cuales son alianzas entre el Estado y el sector privado con la finalidad de 
satisfacer un interés público por medio de la transferencia de administración 
sobre Servicios Públicos, Infraestructura de Uso Público y Recursos Naturales29. 
Para autores como Otto Mayer30, la concesión constituye ‘’ un acto 
administrativo por el cual se da poder a un individuo sobre parte de la 
Administración Pública’’, siendo que ‘’no se trata de constituir un derecho real 
sobre una cosa corporal (…), se trata (…) del poder de ejercer una cierta 
actividad. Esta actividad no deber ejercerse, como en la función, en nombre y 
en representación del Estado sino como el goce especial concedido sobre una 
cosa pública, en nombre y por propia cuenta del concesionario’’.   
De este modo, el Contrato de Concesión tendría características similares a las 
de un contrato civil, en la que dos partes se obligan, dependiendo del caso, en 
la transferencia de un poder para administrar bienes públicos como Servicios 
Públicos, Infraestructura de Uso Público y Recursos Naturales. 
Como indican autores como García31 y Hernández-Mendible32, la concesión a 
su vez es un tipo de título habilitante que otorga el Estado con la finalidad de 
optimizar recursos del Estado mediante la incorporación del sector privado en 
campos que antiguamente eran considerados de su exclusiva presencia. 
En efecto, el Decreto Legislativo N° 758 de 1991, Ley para la Promoción de las 
Inversiones Privadas en Infraestructura de Servicios Públicos, define en su 
artículo 5° a la concesión como ‘’el acto administrativo por el cual el Estado le 
otorga el aprovechamiento de una obra a un concesionario para la prestación 
de un servicio público. En ese sentido, se le otorga al privado un derecho nuevo 
para realizar una actividad de titularidad pública’’. 
29 CARNEIRO ECHEVARRÍA, Max. Hacía una concepción finalista del contrato de concesión. 
En Revista Derecho y Sociedad. Número 45, año 2015. P. 76. 
30 MAYER, Otto. Derecho Administrativo Alemán, Tomo IV. Segunda edición, Editorial 
Depalma, Año 1982, Buenos Aires. P. 149. 
31 GARCÍA PÉREZ, Marta. La naturaleza jurídica de la autorización y la concesión, a propósito 
de la utilización del dominio público. En Anuario da Facultade de Dereito da Universidade da 
Coruña, número 1, año 1997. Pp. 338 – 342.  
32 HERNÁNDEZ-MENDIBLE, Víctor Rafael. La libertad de empresa y los títulos habilitantes en el 
contexto de la Alianza del Pacífico. En Derecho Administrativo: Innovación, Cambio y Eficacia. 
Editorial Thomson Reuters, Lima, año 2014. Pp. 695 – 701. 
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Tal definición normativa se mantendría incólume en los años subsiguientes 
hasta el otorgamiento de la buena pro del Contrato de Concesión materia de 
análisis, siendo que la única variante relevante por parte del legislador sería la 
incorporación de convenios de estabilidad jurídica por el tiempo que dure la 
concesión. 
Para mayor detalle, se esbozó la siguiente línea temporal conforme al estudio 
realizado por el autor Nalvarte Salvatierra33: 
Como se puede advertir, hasta la fecha en la que se suscribió el Contrato de 
Concesión, nuestro ordenamiento legal ha mantenido una única definición sobre 
la Concesión, la cual es la que ha sido expuesta líneas arriba. 
Ahora bien, respecto a la Concesión, autores como Alfredo Soria y Madeleine 
Osterling34 identifican una serie de elementos objetivos propios del Contrato de 
33 NALVARTE SALVATIERRA, Pierre. Evolución del marco legal de las Concesiones y las 
Asociaciones Público-Privadas en el Perú. En Revista Derecho & Sociedad, número 49, año 
2017. P. 362 – 365. 
34 SORIA AGUILAR, Alfredo y OSTERLING LETTS, Madeleine. Apuntes sobre el Contrato de 
Concesión Privada. En Revista de Economía y Derecho, vol. 10, número 40. Editorial Sociedad 
de Economía y Derecho UPC, Lima. P. 97-100.  
•Define a la Concesión y la clasifica.
•MTC era la institución a cargo de otorgar concesiones.
•Se establecen cláusulas indemnizatorias.
Decreto Legislativo N° 758 
(Año 1991)
•La inversión privada se promueve mediante concesión.
•PROINVERSION ahora es la institución a cargo de otorgar concesiones.
•Convenios de estabilidad jurídica pueden durar a lo largo de la concesión.
Decreto Legislativo N°
839 (Año 1996)
•T.U.O. unificó D.L. N° 758 y N° 839.Decreto Supremo N° 59-96-PCM (Año 1996)
•Reglamento del T.U.O.





a) Autorización para el desarrollo de una actividad. 
b) Desarrollo de la actividad, a nombre, por cuenta y a riesgo del 
concesionario. 
c) La facultad del concedente de reglamentar la actividad del concesionario. 
d) El control del concedente de la actividad del concesionario.  
Por su lado, el autor Salvatierra Combina35 identifica que en que las 
características de una concesión varían de acuerdo al sector económico en el 
que se planea implementar, de este modo para efectos del sector eléctrico 
propone una clasificación al respecto. 
Asimismo, autoras como Barrantes Cáceres36, a propósito de una lectura de 
autores como Mansoor Dailami, Michael Klein, José Luis Guasch, y Pablo 
Spiller; advierte los siguientes elementos económicos propios de las 
concesiones: 
 Características tecnológicas cuya adquisición requiera de participación del 
sector privado. 
 La concesión es autosuficiente económicamente. 
 Los servicios que estos proyectos ofrecen son necesarios para la población. 
Alrededor del Contrato de Concesión existen al menos tres posiciones 
doctrinarias, identificadas por autores como Carneiros37, sobre la naturaleza de 
este tipo de contrato: 
a) Desde una visión contractual 
b) Desde una visión unilateral y discrecional del Estado 
c) Desde una visión mixta 
                                                             
35 SALVATIERRA COMBINA, Rolando. Los Contratos de Concesión en el sector eléctrico. En 
Revista de Derecho Administrativo, número 7, año 2009. Pp. 317 – 318. 
 
36 BARRANTES CÁCERES, Roxana. Los fundamentos económicos de las concesiones de 
infraestructura y servicios públicos. En Revista de Derecho Administrativo, número 7, año 2009. 
Pp. 330 – 331. 
 
37 CARNEIRO ECHEVARRÍA, Max. Hacía una concepción finalista del Contrato de Concesión. 




Así pues, entre quienes sostienen la posición contractual se encuentra Muñoz 
Machado38, quien a propósito de analizar el régimen de concesiones telefónicas 
en España, indica que: 
‘’ A todo este complejo régimen de posiciones privilegiadas y contrapesos 
que se diseñan en el contrato y en el Reglamento que completa el régimen 
del servicio telefónico concedido, se añade una nota fundamental: la de la 
petrificación de las regulaciones administrativas y de las cláusulas 
contractuales que concretan el pacto entre el Estado y la Compañía. Ni 
estas condiciones pueden variarse unilateralmente, ni pueden adoptarse 
decisiones que la Compañía Telefónica deba cumplir necesariamente. ‘’  
Como se puede advertir, la posición contractual concibe a la Concesión como si 
fuese un contrato civil, de este modo se equipara la posición del Estado al nivel 
del privado dentro del contrato, debiendo ambas partes someterse al acuerdo 
que han pactado, salvo éste sea modificado de mutuo acuerdo. 
Por otro lado, desde el lado de la posición unilateral y discrecional del Estado se 
cuentan con autores como Laguna de la Paz39, que conciben que la Concesión 
se encuentra supeditada a la satisfacción de intereses públicos, razón por la que 
el contrato no es suscrito entre partes iguales, sino que el Estado cuenta con 
una posición superior que le permitiría alterar lo pactado de acuerdo lo que 
considere conveniente a los intereses que tutela. 
En palabras de autores como Bullard40, esta posición se concibe de la siguiente 
forma: 
‘’ Cuando el Estado concesiona un servicio para que un particular lo 
explote, la tentación de usar su otra cara, la distinta a la de contratante, la 
de regulador; es decir, la dibujada con el pincel del ius imperium se 
                                                             
38 MUÑOZ MACHADO, Santiago. Tratado de Derecho Administrativo y Derecho Público General, 
tomo I. Cuarta Edición, Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2015. P. 366.  
 
39 LAGUNA DE PAZ, José Carlos. La autorización administrativa, Thomson-Civitas, Navarra, 
2006, p. 85. 
 
40 BULLARD GONZÁLEZ, Alfredo. El Estado Soy Yo, Arbitraje y Regulación, La Regulación 
Económica de los Servicios Públicos. En Revista Ecuatoriana de Arbitraje, Número 3, año 2011. 




exacerba y la experiencia histórica así lo demuestra. El Estado es el único 
contratante que puede cambiar las propias reglas que acordó con su 
primera cara usando su segunda cara. Concesiona, y cuando consigue la 
inversión que requería, puede intentar expropiarla. Pacta una tarifa para 
un servicio, pero luego usa un regulador para reducirla o crear exigencias 
que no estaban en el contrato. Y los ejemplos para ilustrar este punto 
lamentablemente sobran. ‘’ 
Finalmente, se plantea la existencia de una posición mixta entre la unilateral y 
la contractual en la que, en palabras de Calafell41, el contrato de concesión se 
constituye por dos aspectos: el marco normativo al momento y posterior a la 
suscripción del Contrato de Concesión, y el Contrato de Concesión propiamente; 
y en consecuencia dos fases al respecto: al momento del acto unilateral 
exteriorizado por el Estado, y al momento de suscribir el Contrato de Concesión. 
Bajo esta posición si bien se admite que el Estado suscribe un contrato al mismo 
nivel en el que se encuentra un privado, razón por la que lo pactado en él en 
principio no puede ser alterado salvo el acuerdo mutuo entre las partes; no 
obstante ello, esta posición también reconoce que existen supuestos en los que 
el Estado se encuentra habilitado de poder modificar unilateralmente los 
términos del contrato en atención a intereses públicos. 
Nuestra jurisprudencia ha emitido pronunciamos de distinta índole al respecto, 
a modo de ejemplo, en la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el 
Expediente N° 005-2003- AI/TC, que indica que en su Fundamento Jurídico N° 
35: 
‘’ (…) de una interpretación sistemática de los dos párrafos del artículo 62° 
de la Constitución (…) no sólo respecto a los términos contractuales que 
contenga un contrato-ley, sino que, en general, para todo término 
contractual, éstos ‘’no puede ser modificado por leyes u otras 
disposiciones de cualquier clase. ’’  
Mientras que en el Fundamento Jurídico N° 5 de la Sentencia del Tribunal 
                                                             
41 CALAFELL, Jorge Enrique. Teoría General de la Concesión. En: Jurídica. Anuario del 
Departamento de Derecho de la Universidad Iberoamericana N° 26. Instituto de Investigaciones 




Constitucional recaída en el Expediente N° 2488-2004-AA/TC señala que: 
‘’ La naturaleza mixta de la concesión a la que nos hemos referido da lugar 
a que esta figura permita otorgar a los particulares la gestión de un servicio 
público que típicamente era realizado de modo directo por la 
Administración.  De este modo, la concesión implica una transferencia 
limitada de facultades de administración de un servicio público, respecto 
de las cuales el Estado mantiene facultades de imperio.  Ello en atención 
al interés público que subyace a la noción misma de la concesión y cuya 
satisfacción constituye el objeto de la misma. 
Las facultades que el particular recibe son las estrictamente necesarias 
para la prestación del servicio, manteniendo la Administración sus poderes 
de control y supervisión así como una serie de potestades y derechos 
entre los que se encuentra la posibilidad de modificar el contenido del 
contrato e inclusive el poder de resolverlo antes de la fecha pactada.  No 
obstante, tales potestades se encuentran subordinadas a la noción del 
interés público. ‘’ 
A su vez, a propósito de analizar si era posible resolver un Contrato-Ley 
mediante resolución administrativa, el Tribunal Constitucional ha señalado en el 
Fundamento Jurídico N° 5 de la Sentencia recaída en el Expediente N° 1268-
2004-AA/TC: 
‘’ (…) queda claro que si es imposible pretender enervar los efectos de un 
contrato a través de una ordenanza municipal, con mayor razón ello no 
será posible a través de una resolución administrativa, pues en el segundo 
caso se trata de un acto administrativo que no puede equiparase a una 
ordenanza, la cual tiene rango de ley en nuestro ordenamiento jurídico. ‘’ 
Como se puede advertir, nuestro ordenamiento no toma postura por una 
posición de absoluto control del Estado sobre el Contrato de Concesión, ni 
tampoco se inclina a favor de igualarlo al nivel de cualquier privado; sino que 
reconoce la existencia de intereses públicos plausibles de algún grado de 
afectación al referido contrato. 
Tal es así, que el artículo 62° de la Constitución Política señala que: 
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‘’ La libertad de contratar garantiza que las partes pueden pactar 
válidamente según las normas vigentes al tiempo del contrato. Los 
términos contractuales no pueden ser modificados por leyes u otras 
disposiciones de cualquier clase. Los conflictos derivados de la 
relación contractual sólo se solucionan en la vía arbitral o en la 
judicial, según los mecanismos de protección previstos en el 
contrato o contemplados en la ley.  
Mediante contratos-ley, el Estado puede establecer garantías y otorgar 
seguridades. No pueden ser modificados legislativamente, sin perjuicio de 
la protección a que se refiere el párrafo precedente‘’ (el subrayado y 
resaltado es propio). 
POSTURA RESPECTO AL NUMERAL 5.3.1 
Nuestro ordenamiento normativo, en consonancia con nuestra jurisprudencia, 
da mayores indicios de que el Contrato de Concesión es visto desde una 
perspectiva mixta, por lo que su naturaleza jurídica corresponde en diferentes 
matices tanto a un contrato de naturaleza civil como a un acto administrativo.   
De este modo, la modificación del Contrato de Concesión se rige por los 
procedimientos pactados en ella, dentro de los cuales se contempla el supuesto 
bajo el cual el Estado puede realizar una modificación unilateral (por interés 
público); razón por la que no se puede considerar la publicación de una norma 
como el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC como modificación 
del Contrato de Concesión; lo cual no obsta que se puedan analizar sus efectos 
sobre el Contrato. 
5.3.2. Sobre el Factor de Competencia  
Ahora bien, la característica distintiva de la perspectiva mixta sobre el contrato 
de Concesión es que no desprotege al inversor privado dejándolo a merced de 
la voluntad discrecional del Estado en el caso de una modificación unilateral, 
sino que la dota de una herramienta con la cual puede sopesarla: el Factor de 
Competencia. 
Al momento de publicarse las bases sobre las que se suscribió el Contrato de 
Concesión entre LAP y el MTC, el artículo 6° del Decreto Supremo N° 059-96-
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PCM, antiguo T.U.O. de las normas con rango de Ley que regulan la entrega en 
concesión al sector privado de las obras públicas de infraestructura y de 
servicios públicos, establecía en el artículo 25° que: 
‘’ La concesión, se otorgará al titular de la propuesta técnica y 
económicamente más conveniente, la cual se determinará según el 
sistema de evaluación que se fije en las bases, entre otros, teniendo en 
consideración: 
 El nivel tarifario y su estructura de ser el caso 
 El plazo de otorgamiento de la concesión 
 La oferta financiera 
 Los ingresos garantizados por el Estado 
 El compromiso de riesgo asumido por el oferente, respecto del 
costo del proyecto y los riesgos en la explotación 
 La fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión, 
de ser el caso 
 Otros servicios adicionales, útiles y necesarios”.  
Los requisitos anteriormente enunciados, son los que actualmente el Decreto 
Supremo N° 240-2018-EF, Reglamento del Decreto Legislativo N° 1362, 
Decreto Legislativo que regula la Promoción de la Inversión Privada mediante 
Asociaciones Público Privadas y Proyectos en Activos, define como Factor de 
Competencia bajo los términos del numeral 13 de su artículo 5°: 
‘’ Factor de Competencia: Es la variable o conjunto de variables por las 
cuales se comparan las ofertas técnicas y/o económicas presentadas por 
los postores en la etapa de concurso y que permite determinar al 
Adjudicatario del Proyecto. ‘’ 
Siendo que tal Factor de Competencia es empleado al día para efectos de dar 
fundamento al equilibrio económico- financiero bajo el cual el concesionario 
administrará la Concesión de la cual obtuvo buena pro. 
De acuerdo con autores como Dammert Lira42, el Equilibrio económico-
                                                             
42 DAMMERT LIRA, Alfredo. Equilibrio Económico – Financiero en los Contratos de Concesión 




financiero es ‘’una herramienta que permite a las partes contratantes asegurar 
de forma juiciosa y equitativa, que las utilidades y los costos pactados 
inicialmente puedan mantener un equilibrio, pese a oscilaciones exógenas a la 
voluntad de las partes, tales como shocks muy pronunciados en la oferta, por 
efectos de costos, huelgas, etc. o shocks en la demanda, entre otros’’. 
En otras palabras, el equilibrio económico-financiero es una garantía que se le 
brinda al inversor privado de que las condiciones económicas en las que recibió 
la concesión se mantendrán inalterables, salvo por el normal desarrollo del 
mercado. 
En esa misma línea, Barrantes Cáceres43 opina sobre el referido equilibrio que: 
‘’ El compromiso de un empresario privado con un determinado proyecto 
responde a la rentabilidad de éste. La rentabilidad, a su vez, responde al 
riesgo que el proyecto presente. (…) El proyecto privado exige 
determinados niveles de rentabilidad, la que se puede medir mediante el 
costo de oportunidad del capital, o el conocido WACC, por sus siglas en 
inglés, para denominar al costo promedio ponderado del capital que 
recoge, además, los riesgos medibles.  
Cuando la rentabilidad de un proyecto es menor que el retorno esperado 
por el inversionista, éste no tendrá interés en desarrollarlo, a menos que 
reciba garantías. Pero un proyecto puede tener una rentabilidad privada 
poco atractiva para un inversionista privado, aún con garantías, pero una 
rentabilidad social atractiva para el Estado. Así, el proyecto no será 
desarrollado por el privado sino será rentable que el Estado lo desarrolle, 
siempre que cuente con los recursos para hacerlo. ‘’ 
Así pues, este equilibrio garantiza al inversor privado de que en caso sea 
necesario modificar algún término del Contrato de Concesión de forma 
unilateral, éste no afectará la rentabilidad bajo la que obtuvo la administración 
de la Concesión y podrá mantenerla conforme a lo pactado. 
                                                             
43 BARRANTES CÁCERES, Roxana. Los fundamentos económicos de las concesiones de 
infraestructura y servicios públicos. En Revista de Derecho Administrativo, número 7, año 2009. 
Pp. 332 y 333. 
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Lo anterior se puede desprender del numeral 1 de la Cláusula N° 26 del Contrato 
de Concesión suscrito entre LAP y el MTC, en la cual se indica que ‘’las partes 
reconocen que el entorno legal-económico-financiero y las condiciones de 
contratación constituyen un todo armónico y orgánico que hace posible que el 
Concesionario y el Concedente puedan alcanzar los objetivos por los que 
suscribieron el Contrato’’.  
Tal equilibrio económico-financiero comprende la totalidad de gastos pactados 
en las bases del concurso público de la concesión, y expresamente pactados en 
el contrato de concesión, entre los que se encuentra previsto los diversos 
contratos de servicio que el inversor privado puede incurrir para efectos de 
cumplir con sus obligaciones contractuales. 
De acuerdo con Dammer Lira44, a propósito de analizar la Concesión de obras 
de Infraestructura, señala que los gastos en los que puede incurrirse durante 
ésta comprenderían lo siguiente: 
                                                             




De este modo, si los cambios 
originados por el Concesionario 
conllevan a que éste asuma el 
incremento de los costos, por 
consecuencia lógica los cambios 
que introduce el Concedente 
deberían ser asumidos por éste, o 
cuanto menos algún tipo de 
modificación a favor del 
Concesionario. 
Lo anterior también fue pactado 
en el Contrato de Concesión, tal y 
como se observa en el numeral 2 
de la Cláusula 26, la cual indica 
que: 
‘’ Si por cambios en las Leyes 
Aplicables (…) y que tengan exclusiva relación a aspectos económicos 
financieros vinculados: 
a) A la inversión, titularidad u operación del Aeropuerto; o 
b) Al presente Contrato. 
Los Ingresos Brutos anuales del Concesionario se redujeran en un 15% 
o más con respecto al promedio de los ingresos de los dos años de 
Vigencia de la Concesión inmediatamente anteriores, o alternativamente 
(…) al Concesionario (…), se considerará que el equilibrio económico del 
presente Contrato ha sido significativamente afectado, siempre y cuando 
tales efectos se hayan producido sólo como consecuencia de cambios 
en las Leyes Aplicables.  
En tal caso, el Concesionario podrá, cada dos años de Vigencia de la 
Concesión y dentro de los primeros treinta días siguientes de vencido 
dicho plazo, proponer por escrito ante OSITRAN y con la necesaria 
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sustentación, las soluciones y procedimientos a seguir para reestablecer 
el equilibrio económico existente a la Fecha de Cierre. Estas soluciones 
y procedimientos podrán incluir, entre otras propuestas, la modificación 
de las Tarifas y de la Vigencia de la Concesión’’.  
Como puede deducirse, la proscripción de la norma en cuestión realiza cambios 
sobre la operación del aeropuerto en tanto ordena la contratación directa del 
Oficial de seguridad de la Zona Restringida del Aeropuerto. 
Sin perjuicio de lo expuesto anteriormente, ni LAP ni el MTC han emitido opinión 
respecto al Factor de Competencia, ni respecto al equilibrio económico-
financiero, lo cual constituye una grave omisión en tanto la afectación a tal 
equilibrio podría conllevar a la resolución del contrato de Concesión suscrito. 
Toda vez que el artículo 7° del Decreto Supremo N° 007-2006-MTC establece 
que LAP debe contratar directamente al Oficial de seguridad de la Zona 
Restringida, y proscribe subcontratarlo, era susceptible de alterar el contenido 
económico-financiero del Contrato de Concesión. 
Cuanto menos, la obligación de contratar directamente al Oficial de seguridad 
ya implica una modificación en el esquema de gastos previsto por LAP, frente a 
lo cual pudo proponer modificaciones sustanciales al Contrato de Concesión 
conforme a las Cláusulas expuestas. 
Siendo relevante señalar que la afectación del equilibrio económico-financiero 
no se encuentra previsto como causal de caducidad del Contrato de Concesión 
contemplados en la Cláusula 15 del referido Contrato. 
POSTURA RESPECTO AL NUMERAL 5.3.2 
Considero que la proscripción contenida en el artículo 7° del Decreto Supremo 
N° 07-2006-MTC tenía un impacto relevante sobre el equilibrio económico-
financiero del Contrato de Concesión, lo cual pudo conllevar a una modificación 




5.4. De ser así, ¿El Estado se encontraba facultado de modificar unilateralmente 
el Contrato de Concesión suscrito con Lima Airport Partners S.R.L.? 
 
5.4.1. Criterios para la modificación del Contrato de Concesión 
Conforme a lo que se ha venido exponiendo en el acápite anterior, nuestro 
Estado sí se encuentra facultado para modificar unilateralmente un Contrato de 
Concesión, siempre y cuando medie algún interés público. Situación que no 
concurren el presente caso dado que se analiza el impacto de una norma sobre 
un Contrato de Concesión y no propiamente una modificación al Contrato. 
Tal precepto es recogido por nuestra jurisprudencia, de esta forma siempre que 
se cumplan determinados criterios contenidos en los Fundamentos Jurídicos 6 
y 8 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 
2488-2004-AA/TC: 
a) La concurrencia de un interés público. 
b) Conceptualización del interés público al caso concreto. 
Respecto a ello, el MTC no es claro ni en su escrito de demanda ni en ninguno 
de sus escritos posteriores cuál es el Interés Público que planeaban tutelar con 
la norma en cuestión, tal es la confusión que en la Sentencia contenida en la 
Resolución N° 39 emitida por el 31er Juzgado Civil, el Juzgado entiende que el 
MTC busca tutelar el derecho a la vida, conforme se expone en el Décimo 
Fundamento Jurídico: 
‘’ Siendo que dicha norma sólo busca asegurar la aeronavegación, por 
tratarse de una actividad principal, ya que normalmente son los Estados 
los que proveen dicho servicio, se ha delegado dicha función al 
administrador del aeropuerto, en el caso de autos LAP. En el caso sub 
exámine, en el que se cuestiona la actividad estatal por haber expedido 
el cuestionado Decreto Supremo, queda claro que, si la defensa de la 
persona humana y el respeto a su dignidad son el fin supremo de la 
sociedad y del Estado, y la persona está consagrada como un valor 
superior y, por ende el Estado está obligado a protegerla, el cumplimiento 
de este valor supremo supone la vigencia irrestricta del derecho a la 
vida’’.   
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Mientras que en el escrito Contestación de Demanda del MTC, éste señala en 
sus Fundamentos de Derecho III.2.3: 
‘’ Siendo así, lo que se trata de establecer mediante el test de 
proporcionalidad es si la supuesta vulneración a la libertad de contratar 
de LAP resulta razonable atendiendo a los fines de dicha intervención – 
la seguridad nacional e internacional– 
(…) 
En tercer lugar (respecto a la proporcionalidad en sentido estricto), debe 
proseguirse con el análisis de la ponderación entre principios 
constitucionales en conflicto. Consideramos que la medad adoptada 
favorece la seguridad nacional – respecto de un número 
indeterminado de personas- y no perjudica la libertad de contratación y 
libertad de empresa (…) ‘’ (Resaltado es propio).   
Si bien podría admitirse la existencia de un interés público como es el de 
Soberanía y Seguridad Nacional, al no haber tal invocación concreta, no se 
configuran los supuestos bajo los que el Estado se encuentra facultado de 
modificar unilateralmente el Contrato de Concesión. 
Peor aún, al haber modificado el Contrato de Concesión mediante la norma en 
cuestión afectó el factor de competencia del referido Contrato, generando una 
posible afectación al equilibrio económico-financiero y con ello la posibilidad de 
que LAP pueda solicitar la modificación del referido Contrato. 
No obstante ello, al ser intención de LAP mantener el contrato de Concesión, 
optó por pretender la inaplicación de la norma, lo cual en el fondo implicaría 
sostener el equilibrio económico-financiero que había pactado con el MTC al 
momento de suscribir el Contrato en cuestión. 
Ello en atención a que el cambio de subcontratación a uno de contratación 
directa conlleva al pago de gastos no previstos, tales como beneficios sociales, 
variación en el modelo de pagos tributarios, entre otros. 
POSTURA RESPECTO AL NUMERAL 5.4.1 
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Aunado al hecho de que no existen elementos suficientes para que el artículo 
7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC supere el test de intervención 
regulatoria, el estado no se encontraba facultado para modificar unilateralmente 
el Contrato de Concesión. 
POSTURA RESPECTO AL LITERAL B 
Considero que EL ESTADO NO TENÍA FUNDAMENTOS DE HECHO PARA 
ALTERAR UNILATERALMENTE EL CONTRATO DE CONCESIÓN; LA 
PUBLICACIÓN DEL ARTICULO 7° DEL DECRETO SUPREMO N° 07-2006-
MTC NO SUPONE UNA MODIFICACIÓN AL CONTRATO DE CONCESIÓN, 
MAS SÍ ALTERA EL DESARROLLO DEL CONTRATO. 
C. Sobre la vía procesal a la que recurrió Lima Airport Partners S.R.L. 
 
5.5. ¿Qué derechos se encontraban en conflicto entre el Estado peruano y LAP 
luego de promulgarse el artículo 7° del Decreto Supremo N° 07-2006-MTC? 
  
Como se viene señalando a lo largo del presente Informe Profesional, los 
derechos en conflicto son los siguientes: 
5.5.1. El derecho a libertad de contratar por parte de LAP, contemplado en el 
artículo 62° de la Constitución Política. 
 
De acuerdo con Kresalja y Ochoa45, el contenido esencial de la libertad de 
contratar se compone de tres manifestaciones: 
i) El derecho a decidir la celebración o no de un contrato; 
ii) El derecho a elegir con quién contratar; y 
iii) El derecho a regular el contenido de los contratos, o sea los derechos y 
obligaciones de las partes, que en rigor constituye la libertad contractual.  
 
Asimismo, los referidos autores sostienen que este contenido también se 
encuentra presente para el caso de los contratos-ley, indican que46: 
                                                             
45 KRESALJA ROSSELLÓ, Baldo y OCHOA CARDICH, César Augusto. Derecho Constitucional 
Económico. Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, año 2017, Lima. P. 43. 
Listado constituye cita textual. 
 




‘’ El concepto de contrato-ley implica que la ley autoritativa debe servir 
como marco de las seguridades y garantías que el Estado podrá otorgar 
mediante el contrato. La relación contractual solo puede ser modificada 
por un nuevo contrato o como resultado de alguna de las figuras extintivas 
normadas en el Código Civil’’.  
 
Al respecto, nuestro Tribunal Constitucional comparte el listado enunciado por 
los autores mediante la Sentencia recaída en el Expediente N° 02175-2011-
PA/TC cuyo Fundamento Jurídico N° 7 enuncia las siguientes facetas de la 
libertad de contratar: 
   
 Libertad de conclusión, referida a cómo, cuándo y con quién se 
contrata. 
 
 Libertad de configuración interna, que hace alusión a la facultad de 
decidir el contenido del contrato. 
 
En atención a lo expuesto, queda evidenciado que existe una afectación a la 
libertad de decidir la celebración de un contrato, también denominado libertad 
de conclusión, en la medida que la norma en cuestión impone la obligación de 
contratar directamente al Oficial de Seguridad de la Zona Restringida.  
 
5.5.2. El deber de protección por parte del Estado a la población contra 
amenazas que afecten su seguridad, contemplado en el artículo 44° 
de la Constitución Política. 
 
Al respecto, resultaría relevante precisar que la norma en cuestión tiene por 
finalidad proteger la integridad física de las personas, el cual constituye un 





Ello en atención a que nuestro Tribunal Constitucional ha establecido en la 
Sentencia recaída en el Expediente N° 005-2013-PI/TC que el deber de 
protección de la población se suscita en un régimen de excepción, en el que 
también se encuentra en peligro la integridad del territorio y/o la subsistencia 
del régimen democrático (Fundamento Jurídico 38). 
 
Mientras que para el caso del derecho fundamental a la integridad física, el 
Tribunal Constitucional señala en el Item 2° del Listado de derechos a ser 
atendidos de la Sentencia recaída en el Expediente N° 2333-2004-HC/TC: 
 
‘’ (…) el ser humano es, per se, portador de estima, custodia y apoyo 
heterónomo para su realización acorde con su condición humana, de allí 
que la defensa de su integridad forme parte de la dimensión vital de la 
persona y, que, por ende, la Constitución le reserve deferente tutela y 
vocación tuitiva’’.  
POSTURA RESPECTO AL NUMERAL 5.5   
Los derechos en conflicto en el presente expediente son: a) la libertad de 
contratar, específicamente decidir la celebración de un contrato, también 
denominado libertad de conclusión; y b) el deber de protección por parte del 
Estado sobre la población frente a amenazas que afecten su integridad. 
Tal conflicto fue invocado por LAP en su escrito de Demanda de Amparo y 
posteriormente confirmado en el Escrito de Contestación de Demanda del 
MTC, por lo que se mantendrá el esquema para efectos de analizar el 
Expediente, más aun cuando el propio Tribunal Constitucional emite 









5.6. ¿Era posible acudir a la vía contenciosa administrativa? En todo caso, ¿La 
demanda de amparo era la única vía judicial posible? 
 
5.6.1. El proceso contencioso administrativo 
 
Conforme a Eloy Espinosa-Saldaña47, este control judicial opera sobre las 
actuaciones del Estado realizadas a razón del Derecho Administrativo, siendo 
que para cualquier otro tipo de actuación estatal no amparada en tal derecho, 
carecerá de sustento recurrir a al proceso contencioso administrativo. 
 
En consonancia con ello, Morón Urbina48 señala que: 
 
‘’ Este [agotamiento de la vía administrativa] se sigue manteniendo en la 
actualidad procesal, no tanto por un tema de tradición jurídica sino para 
poder corroborar que el ciudadano desde el Derecho sigue concediendo a 
la Administración, una última oportunidad para corregir la discrecionalidad 
de su voluntad, expresada en acto lesivo a sus derechos e intereses 
legítimos’’. 
 
En otras palabras, esta vía procesal opera en el marco de actuaciones 
administrativas, buscando, entre otras pretensiones, la nulidad de las mismas 
por haberse vulnerado algún derecho durante un procedimiento administrativo 
o por no haber seguido las pautas propias del Procedimiento Administrativo 
General o especial. 
 
Tal es así, que el artículo 4º de la Ley Nº 27584, señala expresamente que son 
impugnables en este proceso contencioso administrativo las siguientes 
actuaciones administrativas:  
 
 Los actos administrativos y cualquier otra declaración administrativa.  
 El silencio administrativo, la inercia y cualquier otra omisión de la 
administración pública.  
 La actuación material que no se sustenta en acto administrativo.  
 La actuación material de ejecución de actos administrativos que 
transgrede principios o normas del ordenamiento jurídico.  
 Las actuaciones u omisiones de la administración pública respecto 
de la validez, eficacia, ejecución o interpretación de los contratos de 
                                                             
47 ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA, Eloy. El proceso contencioso-administrativo: un puntual 
acercamiento a lo previsto en el Perú y España al respecto. En Revista de Derecho 
Administrativo, Número 1, Año 2006. Pp. 412 – 417.    
 
48 MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo 
General. Sétima edición. Lima: Gaceta Jurídica S.A. 2008. p. 589. 
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la administración pública, con excepción de los casos en que es 
obligatorio o se decida, conforme a ley, someter a conciliación o 
arbitraje la controversia.  
 Las actuaciones administrativas sobre el personal dependiente al 
servicio de la administración pública. 
 
5.6.2. La demanda de amparo 
 
De acuerdo con el numeral 2 del artículo 200 de la Constitución Política: 
‘’ La Acción de Amparo, que procede contra el hecho u omisión, por parte 
de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza 
los demás derechos reconocidos por la Constitución, con excepción de 
los señalados en el inciso siguiente.  
No procede contra normas legales ni contra Resoluciones Judiciales 
emanadas de procedimiento regular’’.  
Conforme a lo que expone Zavaleta Revilla49, la tendencia en cuanto al proceso 
Amparo es dotarle de un carácter excepcional para marcar una diferencia clara 
frente a procesos ordinarios, ello en atención al carácter urgente de los 
derechos que dicho proceso tutela.  
Lo cual va en concordancia con las recientes modificaciones al Título III de la 
Ley 28237, Código Procesal Constitucional, el cual regula la naturaleza, ámbito 
de protección, alcances, naturaleza derechos protegidos, trámites, entre otros 
aspectos del Proceso de Amparo. 
Así pues, el Código Procesal Constitucional en un intento por establecer tal 
excepcionalidad, ha precisado en el numeral 1 del artículo 5° que: 
“Artículo 5.- Causales de improcedencia 
No proceden los procesos constitucionales cuando: 
1.    Los hechos y el petitorio de la demanda no están referidos en forma 
directa al contenido constitucionalmente protegido del derecho 
invocado;” 
                                                             
49 ZAVALETA REVILLA, Luis Miguel. Vías específicas e igualmente satisfactorias. En Causales 





De igual forma, el artículo 38 de la referida norma procesal establece que: 
“Artículo 38.- Derechos no protegidos 
No procede el amparo en defensa de un derecho que carece de 
sustento constitucional directo o que no está referido a los aspectos 
constitucionalmente protegidos del mismo.” 
En todo caso, es un esfuerzo por delimitar al amparo a su condición de proceso 
constitucional únicamente dirigido a la protección de derechos constitucionales, 
mientras que excepcionalmente pueda resolver procesos judiciales ordinarios 
o especiales.  
De acuerdo con autores como Viera Arévalo50, en un amparo: 
‘’ El petitorio que se puede formular en un proceso de amparo es, 
básicamente, de cese de amenaza cierta e inminente del derecho 
constitucional y de cesación de afectación del derecho constitucional 
vulnerado y que se retrotraiga las cosas hasta el estado anterior a la 
comisión de la afectación constitucional. Como consecuencia de estos 
pedidos, el juez puede anular el acto jurídico, administrativo, judicial o 
declararlo ineficaz, inoponible, eliminarlo del ordenamiento, es decir, es 
irrelevante cómo lo solicitemos, debe quedar claro para el Juez y las 
partes que lo que se busca es eliminar determinada amenaza o 
afectación al derecho constitucional’’. 
Al respecto, los requisitos de admisibilidad contemplados en el Título III de la 
Demanda de Amparo son esclarecedores: 
 Los hechos y el petitorio deben estar vinculados al contenido 
constitucionalmente protegido del derecho invocado. 
 No existe otra vía igualmente satisfactoria para la pretensión 
invocada. 
 El agravio al derecho constitucional es vigente. 
 No ha vencido el plazo para interponer el amparo. 
 
Si bien los requisitos en general no generan mayor controversia, sobre la vía 
                                                             
50 VIERA ARÉVALO, Rafael. Aspectos procesales del Amparo. En Revista Ius Et Veritas, Número 
49, Año 2014. P. 168. 
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igualmente satisfactoria nuestro Tribunal Constitucional ha establecido unos 
criterios al respecto para determinado cuándo la vía ordinaria es igualmente 
satisfactoria, los cuales lista en el Fundamento Jurídico N° 15 de la Sentencia 
recaída en el Expediente N° 02383-2013-PA/TC: 
 
 La estructura del proceso es idónea para la tutela del derecho 
 La resolución que se fuera a emitir podría brindar tutela adecuada;  
 No existe riesgo de que se produzca la irreparabilidad; y  
 No existe necesidad de una tutela urgente derivada de la relevancia 
del derecho o de la gravedad de las consecuencias.  
 
5.6.2.1. El carácter heteroaplicativo o autoaplicativo de una norma 
 
Respecto al requisito de admisibilidad de la Demanda de Amparo que 
señala que el agravio se encuentre vigente, han existido 
pronunciamientos judiciales que optaban por declarar inadmisible la 
demanda en atención a que la norma a su naturaleza heteroaplicativa 
o autoaplicativa. 
 
Al respecto nuestro Tribunal Constitucional en el ‘’Atendiendo a’’ N° 3 
de la Sentencia recaída en el Expediente N° 01893-2009-PA/TC que: 
 
‘’ Las normas heteroaplicativas, también denominadas de efectos 
mediatos, pueden ser definidas como aquellas normas que, luego 
de su entrada en vigencia, requieren indefectiblemente de un acto 
de ejecución posterior para poder ser efectivas. Es decir, que la 
eficacia de este tipo de normas está condicionada a la realización 
de actos posteriores y concretos de aplicación. Por ende, la 
posible afectación del derecho no se presenta con la sola entrada 
en vigencia de la norma, sino que necesariamente requiere de un 
acto concreto de aplicación para que proceda el amparo a fin de 
evaluar su constitucionalidad. 
 
En sentido contrario, las normas autoaplicativas pueden ser 
definidas como aquellas que llevan incorporadas en sí mismas un 
acto de ejecución, de modo tal que la posible afectación al 
derecho se produce con la sola entrada en vigencia de la norma, 
pues ésta produce efectos jurídicos inmediatos en la esfera 
jurídica de los sujetos de derechos. Es decir, que este tipo de 
normas con su sola entrada en vigencia crean situaciones 
jurídicas concretas, no siendo necesario actos posteriores y 
concretos de aplicación para que genere efectos’’. 
 
De este modo, el debate que surge necesariamente es si las normas 
prohibitivas califican o no como autoaplicativas y de este modo generan 
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efectos desde su entrada en vigencia. 
Al respecto, puesto que las normas prohibitivas no requieren de una 
norma que desarrolle su mandato de no-hacer, sino que en base a una 
lectura en contrario sensu sobre que lo no está prohibido está permitido, 
si la legislación proscribe alguna acción, ésta no puede ser ejercida, por 
lo menos no dentro de los parámetros de la legalidad. 
Razón por la que se considera que el artículo 7º del Decreto Supremo 
Nº 007-2006-MTC constituye una norma autoaplicativa.  
5.6.3. El recurso de agravio constitucional 
Para autores como Quiroga51, este recurso se define como ‘’ aquel medio 
impugnativo contra las sentencias expedidas en segunda instancia en el Poder 
Judicial, que posibilita a las personas a acudir al Tribunal Constitucional como 
última instancia para obtener el restablecimiento de sus derechos 
constitucionales vulnerados o amenazados’’. 
Si bien tal regla de procedencia se encuentra contempladas en el artículo 18º 
del Código Procesal Constitucional, nuestro ordenamiento también ha realizado 
un desarrollo jurisprudencial al respecto, más aún, encuentra sustento en 
corrientes doctrinarias como la Jurisdicción negativa de la libertad, es decir, 
poseen sustento en la resolución denegatoria de una garantía constitucional. 
Análisis sobre la Demanda de Amparo presentada por Lima Airport 
Partners S.R.L. 
LAP interpuso la demanda de amparo solicitando la inaplicación de una norma 
que afecta directamente su derecho a la libertad de contratar, para lo cual 
resultaba crucial determinar si el artículo 7° del Decreto Supremo N° 007-2006-
MTC afecta o no el derecho tal derecho, con la consecuente aplicación del 
control difuso de constitucionalidad a la referida norma. 
Señala LAP que resulta inconstitucional la restricción a su derecho a la libertad 
de contratar ya que al aplicar el test de proporcionalidad, la norma en cuestión 
no superaría ni siquiera el test de idoneidad en tanto existen medidas menos 
51 QUIROGA LEÒN, Aníbal. El régimen del recurso de agravio constitucional, los precedentes 
vinculantes y las sentencias interlocutorias. En Revista de Investigación Jurídica, Número 10, 
Año 2015. P. 151. 
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gravosas para cumplir el deber de garantizar la seguridad de la población, 
menos aún si se aplican los principios fundamentales de la intervención 
regulatoria. 
 Al respecto, ya se había mencionado por instancias judiciales que los agravios 
señalados no pueden ventilarse en un proceso de amparo, pues para ello tiene 
a su alcance la vía del proceso contencioso administrativo como vía especifica 
igualmente satisfactoria. 
En efecto, la Quinta Sala Civil indica en el Fundamento Jurídico N° 05 de la 
Resolución N° 09 que: 
‘’ Es indudable, por cierto, que cuestiones o problemáticas relacionadas 
o que surgen de la suscripción de Contratos de Concesión, como las
que plantea la parte apelante en su demanda así como en su recurso
de apelación, no son materia de discusión en el presente proceso de
amparo, pues para ello tiene a su alcance la vía del proceso
contencioso administrativo como vía igualmente satisfactoria, lugar
donde, inclusive, los órganos jurisdiccionales tienen la facultad del
control difuso así como la posibilidad de inaplicar la norma cuestionada
en el caso concreto (art. 9.1 del TUO de la Ley 27584)’’.
No obstante, como se puede advertir era jurídicamente imposible acudir por la 
vía contencioso administrativo en tanto no existía resolución administrativa de 
última instancia que impugnar, por lo que la única vía judicial que se constituía 
para efectos de los derechos vulnerados contra LAP era la demanda de 
Amparo. 
Como agregado final, es pertinente señalar que el Contrato de Concesión 
contempla mecanismos de solución de controversia internos tal y como se 
advierte en la Cláusula 17° del Contrato de Concesión, clasificando éstos en 
controversias de mayor cuantía y menor cuantía; aplicando para el primero la 
vía arbitral y judicial, mientras que para el segundo caso invoca establecer 
consensos. 
Aunado a ello, la Cláusula 26 del Contrato de Concesión estipula un protocolo 
de actuación en caso de que surjan situaciones como las del presente 
Expediente, esto es, situaciones que afectan el equilibrio económico-financiero 
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de la Concesión; estableciendo como salida la modificación consensuada del 
referido Contrato a propuesta del Concesionario. Siendo que ni LAP ni el MTC 
plantearon tales mecanismos. 
POSTURA RESPECTO AL LITERAL C 
Considero que la única vía procesal satisfactoria para resarcir el daño a la 
libertad de contratar sufrido por la promulgación del Artículo 7º del Decreto 
Supremo Nº 007-2006-MTC era LA DEMANDA DE AMPARO, ÚNICA VÍA
CAPAZ DE RESTITUIR EL ESTADO DE COSAS ANTERIOR A LA 
PROMULGACIÓN DE LA NORMA EN CUESTIÓN, OBJETIVO FINAL DE 
FINAL DE LAP. 
D. Sobre la subcontratación laboral llevada a cabo por Lima Airport Partners S.R.L. en
servicios de seguridad
5.7. ¿La contratación directa implica mayor control sobre información privilegiada, 
así como mayor especialización técnica frente a la subcontratación laboral? 
5.7.1. Sobre los regímenes de subcontratación laboral 
A lo largo de la actuación judicial, se esgrimido tanto por el lado del MTC como 
por el lado de diversos Juzgados el hecho de que la contratación directa de 
persona, esto es, por medio de un contrato de trabajo, al margen de si es a plazo 
determinado o indeterminado, podría conllevar a un servicio más óptimo frente 
a la tercerización, cuanto menos en lo que respecta a los servicios de seguridad. 
Existe diversas teorías sobre el fenómeno de la subcontratación, siendo la más 
relevante el de la descentralización productiva, el cual en palabras de Cruz 
Villalón52 se define como: 
‘’ (…) organización del proceso de elaboración de bienes y/o de 
prestación de servicios para el mercado final de consumo, en virtud 
del cual una empresa decide no realizar directamente a través de 
sus medios materiales y personales ciertas fases o actividades 
precisas para alcanzar el bien final de consumo, optando en su lugar 
por desplazarlas a otras empresas o personas individuales, con 
quienes establece acuerdos de cooperación de muy diverso tipo.” 
52 CRUZ VILLALÓN, Jesús. Descentralización productiva y sistema de relaciones laborales. 
Revista de Trabajo y Seguridad Social, Número 13, Año 1994, P. 8. 
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Aunado a ello, autores como Wilfredo Sanguinetti53 indican que: 
‘’ La descentralización productiva constituye, de tal forma, una 
estrategia de gestión empresarial basada en la combinación de tres 
elementos: a) la fragmentación y externalización de las actividades 
que integran un único ciclo de producción; b) el empleo de empresas 
especializadas y proveedores externos, normalmente en régimen de 
subcontratación, para su atención; y c) la coordinación global de las 
actividad de estos últimos por parte de la empresa principal, que 
mantiene así el control del entero proceso de producción pese a su 
disgregación’’. 
Como se puede advertir, es un fenómeno empresarial dirigido a desglosar a la 
empresa conforme a los servicios que prestan sus diferentes áreas, llegando a 
una clasificación entre actividades principales y actividades secundarias. 
Al respecto, nuestro ordenamiento jurídico ha clasificado los tipos de 
subcontratación laboral conforme a las siguientes categorías: 
a) Intermediación laboral, regulado por la Ley Nº 27626 y su Reglamento
aproado por el Decreto Supremo Nº 03-2002-TR, el cual consiste en el
destaque de trabajadores de una empresa a otra, pudiendo hacerlo tanto
sobre actividades principales (en tanto sean servicios integrales), como sobre
servicios complementarios.
De acuerdo con Balbín Torres y Villavicencio Ríos54, este tipo de
subcontratación se sustenta en la provisión de mano obra, en la cual una
empresa traslada trabajadores bajo su subordinación a otra con la finalidad
de destacarlos.
b) Tercerización laboral, regulado por la Ley Nº 29245 y su Reglamento
aprobado por el Decreto Supremo Nº 06-2008-TR, cuya finalidad es que una
empresa denominada usuaria preste servicios complementarios bajo su
propia cuenta y riesgo, lo cual implica contar con su propio personal.
De acuerdo a lo expuesto por Mauro Ugaz55, este régimen de subcontratación 
implica la prestación de actividades complementarias por parte de una tercera 
empresa especializada quien posee independencia frente a la usuaria.  
Aun asumiendo que los informes presentados por el MTC para sostener que en 
la práctica la subcontratación laboral implica una alta rotación de trabajadores 
53 SANGUINETTI RAYMOND, Wilfredo. Descentralización productiva, subcontratación y calidad 
del empleo: ¿términos incompatibles? En Revista de Derecho Social, Número 36, Año 2006. 
P.3.
54 BALBÍN TORRES, Edgardo y Alfredo VILLAVICENCIO RÍOS. Intermediación y tercerización,
labores principales y complementarias. Precisiones conceptuales, de Naturaleza y Alcances. En:
Revista de Trabajo. Lima: Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, Año 2007. P. 13.
55 UGAZ OLIVARES, Mauro. El régimen legal de la subcontratación (tercerización) de servicios 
en el Perú. En Revista Foro Jurídico, Número 10, Año 2010.  
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(con el consecuente riesgo de  filtrado de información), ese es más un aspecto 
propio de la pragmática de las relaciones laborales que del diseño mismo de la 
subcontratación laboral. 
Es más, bastaría con la definición anteriormente esbozada sobre 
subcontratación laboral para sostener que carece de sentido preferir un régimen 
de contratación directo frente a uno de subcontratación, después de todo la 
especialidad en las actividades también constituye fundamento de la 
subcontratación laboral. 
POSTURA RESPECTO AL LITERAL D 
De este modo, NO EXISTE FUNDAMENTO PARA SOSTENER QUE LA
CONTRATACIÓN DIRECTA DE TRABAJADORES CONLLEVA A UN MAYOR 
CONTROL SOBRE LA INFORMACIÓN PRIVILEGIADA, ASÍ COMO A UN 
MEJOR SERVICIO DE SEGURIDAD. 
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VI. CONCLUSIONES
 El artículo 7° del Decreto Supremo Nº 07-2006-MTC no cumple con los principios
fundamentales del Derecho Administrativo Económico, por lo que su emisión
constituye una afectación a las libertades económicas.
 El Contrato de Concesión se vio afectado por la publicación de la referida norma,
resquebrajando el factor de competencia y con ello el equilibrio económico
financiero propio de las Concesiones.
 LAP fue afectado en su derecho a contratar toda vez que la norma en cuestión
tiene por finalidad que éste contrate de forma directa el personal encargado de la
seguridad, sin que medien fundamentos razonables.
 No existen fundamentos para sostener que la contratación directa de personal
conlleva a un mejor control sobre información privilegiada, en especial frente a la
subcontratación que se realiza en atención a la especialidad.
 La demanda Amparo era la única vía procesal idónea para tutelar el derecho a la
libertad de contratar afectado a LAP, ello en tanto no había actuación administrativa
al respecto ni otra vía que pueda restituir el estado de cosas a la afectación.
 Por lo expuesto, COMPARTO la parte RESOLUTIVA de la Sentencia del Tribunal
Constitucional recaída en el Expediente N° 03128-2011-PA/TC, y
PARCIALMENTE COMPARTO la parte CONSIDERATIVA.
66 
VII. BIBLIOGRAFÍA
ALZA BARCO, Carlos. Autorregulación, apuntes conceptuales. En Revista Derecho 
& Sociedad, Número 36, año 2011. Pp. 75 y 76. 
BALBÍN TORRES, Edgardo y Alfredo VILLAVICENCIO RÍOS. Intermediación y 
tercerización, labores principales y complementarias. Precisiones conceptuales, de 
Naturaleza y Alcances. En: Revista de Trabajo. Lima: Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo, Año 2007. P. 13. 
BARRANTES CÁCERES, Roxana. Los fundamentos económicos de las concesiones 
de infraestructura y servicios públicos. En Revista de Derecho Administrativo, 
Número 7, año 2009. Pp. 330 – 333. 
BULLARD GONZÁLEZ, Alfredo. El Estado Soy Yo, Arbitraje y Regulación, La 
Regulación Económica de los Servicios Públicos. En Revista Ecuatoriana de 
Arbitraje, Número 3, año 2011. P. 308.  
BREWER-CARÍAS, Allan Randolph. Consideraciones sobre el Régimen Jurídico de 
la Actividad de Policía Administrativa. En Revista de Derecho Público, Número 48, 
año 1991. Pp. 51 - 66.  
CALAFELL, Jorge Enrique. Teoría General de la Concesión. En: Jurídica. Anuario 
del Departamento de Derecho de la Universidad Iberoamericana N° 26. Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México - UNAM. 
México D.F. 1996, P. 218. 
CARNEIRO ECHEVARRÍA, Max. Hacía una concepción finalista del Contrato de 
Concesión. En Revista Derecho & Sociedad, Número 45, año 2015. Pp. 76 y 77. 
COMADIRA, Julio Rodolfo. Licitación pública, nociones-principios-cuestiones. 
Segunda edición. Editorial Lexis Nexis, Año 2006, Buenos Aires. P. 275. 
CRUZ VILLALÓN, Jesús. Descentralización productiva y sistema de relaciones 
laborales. Revista de Trabajo y Seguridad Social, Número 13, Año 1994, P. 8. 
DAMMERT LIRA, Alfredo. Equilibrio Económico – Financiero en los Contratos de 
Concesión en Obras de Infraestructura. En Revista de Derecho Administrativo, 
Número 7, año 2009. P. 338. 
DARNACULLETA I GARDELLA, Maria Mercè y SALVADOR ARMENDÁRIZ, María 
Amparo. Nuevas fórmulas de génesis y ejecución normativa en la globalización: el 
caso de la regulación de la actividad financiera. En Revista de Administración Pública, 
Número 183, año 2010. Pp. 139-177. 
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA, Eloy. El proceso contencioso-administrativo: un 
puntual acercamiento a lo previsto en el Perú y España al respecto. En Revista de 
Derecho Administrativo, Número 1, Año 2006. Pp. 412 – 417.    
ESTEVE PARDO, José. Lecciones de Derecho Administrativo, Actualizada según 
leyes de 2015 del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
67 
Públicas y de Régimen Jurídico del Sector Público. Editorial Marcial Pons, quinta 
edición, Año 2015. Pp. 357 - 416 
GARCIA DE ENTERRIA, Eduardo y RAMON FERNANDEZ, Tomás, Curso de 
Derecho Administrativo, Tomo I. Editorial Palestra, Temis, Lima – Bogotá, Versión 
latinonamericana en base a 12º edición, Año 2006. 
FERNÁNDEZ RUIZ, Jorge. El Contrato Administrativo y la Licitación Pública. En 
Revista Derecho & Sociedad, Número 44, año 2015. P. 78.  
GARCÍA PÉREZ, Marta. La naturaleza jurídica de la autorización y la concesión, a 
propósito de la utilización del dominio público. En Anuario da Facultade de Dereito 
da Universidade da Coruña, Número 1, año 1997. Pp. 338 – 342.  
HERNÁNDEZ-MENDIBLE, Víctor Rafael. La libertad de empresa y los títulos 
habilitantes en el contexto de la Alianza del Pacífico. En Derecho Administrativo: 
Innovación, Cambio y Eficacia. Editorial Thomson Reuters, Lima, Año 2014. Pp. 695 
– 701.
HUAPAYA TAPIA, Ramón. Notas sobre el Concepto Jurídico del Servicio Público en 
nuestro Ordenamiento Legal. En Revista Derecho & Sociedad, Número N° 36, año 
2011. Pp. 96 y 97.  
KELSEN, Hans; Kurt RINGHOFER, and Robert WALTER. Teoría general de las 
normas. México: Editorial Trillas, Año 1994. 
KRESALIA ROSELLÓ, Baldo, El principio de subsidiariedad en materia económica. 
En Análisis de las Constituciones peruanas de 1979 y 1993, Palestra, Lima, 2010. P. 
159. 
KRESALJA ROSELLÓ, Baldo Juan José. ¿Estado o Mercado?, el principio de 
subsidiaridad en la Constitución peruana. Fondo Editorial de la Pontificia Universidad 
Católica del Perú, Año 2015, Lima. 
KRESALJA ROSSELLÓ, Baldo y OCHOA CARDICH, César Augusto. Derecho 
Constitucional Económico. Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del 
Perú, Año 2017, Lima. P. 43.  
LAGUNA DE PAZ, José Carlos. La autorización administrativa, Thomson-Civitas, 
Navarra, Año 2006. P. 85. 
LANDA ARROYO, César. El proceso de Amparo en América Latina. En Revista Ius 
Et Veritas, Número 41, Año 2010. Pp. 112 – 126. 
MARAVI SUMAR, Milagros. Procesos de selección regulados en el Perú para el 
otorgamiento de concesiones. Circulo de Derecho Administrativo. Lima, Año 2009. 
MAYER, Otto. Derecho Administrativo Alemán, Tomo IV. Segunda edición, Editorial 
Depalma, Año 1982, Buenos Aires. P. 149. 
MEILÁN GIL, José Luis. Categorías Jurídicas en el Derecho Administrativo. Editorial 
Iustel, Año 2011, España. Pp. 29 – 31. 
68 
MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento 
Administrativo General. Sétima edición. Lima: Gaceta Jurídica, Año 2008. P. 589. 
MUÑOZ MACHADO, Santiago. Tratado de Derecho Administrativo y Derecho Público 
General, tomo I. Cuarta Edición, Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, Madrid, 
Año 2015. P. 366.  
NALVARTE SALVATIERRA, Pierre. Evolución del marco legal de las Concesiones y 
las Asociaciones Público-Privadas en el Perú. En Revista Derecho & Sociedad, 
Número 49, Año 2017. P. 362 – 365. 
PAZ WINCHEZ, Daniel Alexis. Aspectos Generales del contrato administrativo en el 
marco de la Ley de Contrataciones del Estado. En Revista Actualidad Jurídica, Tomo 
304, Año 2019. P. 195 y 196. 
QUIROGA LEÓN, Aníbal. El régimen del recurso de agravio constitucional, los 
precedentes vinculantes y las sentencias interlocutorias. En Revista de Investigación 
Jurídica, Número 10, Año 2015. P. 151. 
RUBIO SALCEDO, César. El otorgamiento de la buena pro en las compras estatales, 
una especial referencia a la definición plasmada por el Tribunal de Contrataciones 
del Estado. En Revista Jurídica del Perú, Número 102, Año 2009. Pp. 111 - 126. 
SÁNCHEZ MORÓN, Miguel. Derecho Administrativo, parte general. Editorial Tecnos, 
Año 2014, décima edición, España. Pp. 651 – 782. 
SANGUINETTI RAYMOND, Wilfredo. Descentralización productiva, subcontratación 
y calidad del empleo: ¿términos incompatibles? En Revista de Derecho Social, 
Número 36, Año 2006. P.3. 
SALVATIERRA COMBINA, Rolando. Los Contratos de Concesión en el sector 
eléctrico. En Revista de Derecho Administrativo, Número 7, Año 2009. Pp. 317 – 318. 
SANTAMARÍA PASTOR, Juan Alfonso. Principios del Derecho Administrativo General 
II. Editorial Iustel, Año 2009, España. Pp. 261 – 291.
SORIA AGUILAR, Alfredo y OSTERLING LETTS, Madeleine. Apuntes sobre el 
Contrato de Concesión Privada. En Revista de Economía y Derecho, vol. 10, número 
40. Editorial Sociedad de Economía y Derecho UPC, Lima. P. 97-100.
STIGLITZ, Joseph. Regulación y Fallas. En Revista de Economía Institucional, 
Volumen N° 12, Número 23. Pp. 13 – 16.   
UGAZ OLIVARES, Mauro. El régimen legal de la subcontratación (tercerización) de 
servicios en el Perú. En Revista Foro Jurídico, Número 10, Año 2010. 
69 
VIERA ARÉVALO, Rafael. Aspectos procesales del Amparo. En Revista Ius Et Veritas, 
Número 49, Año 2014. P. 168. 
ZAVALETA REVILLA, Luis Miguel. Vías específicas e igualmente satisfactorias. En 
Causales de improcedencia de los procesos constitucionales. Editorial Gaceta 
Jurídica, Año 2015, Lima. P. 53. 
70 
VIII. ANEXOS
Anexo 1 - A: Contrato de Concesión aeroportuaria suscrita entre LAP Y MTC 
Anexo 1 - B: Programa Nacional de Seguridad de la Aviación Civil del Perú 
Anexo 1 - C: Demanda de Amparo presentada por Lima Airport Partners S.R.L. 
Anexo 1 – D: Resolución Nº 01 emitido por el 34vo Juzgado Civil 
Anexo 1 – E: Recurso de Apelación interpuesto por LAP contra Resolución N° 1 
Anexo 1 – F: Resolución Nº 07 emitido por la Quinta Sala Civil 
Anexo 1 – G: Resolución N° 04 emitido por el 34vo Juzgado Civil 
Anexo 1 – H: Contestación de demanda presentada por la PCM 
Anexo 1 – I: Solicitud de incorporación al MTC en el Litis por parte de LAP 
Anexo 1 – J: Denuncia Civil Presentada por la PCM 
Anexo 1 – K: Contestación de demanda presentada por el Congreso de la República 
Anexo 1 – L: Resolución Nº 18 emitido por el 34vo Juzgado Civil 
Anexo 1 – M: Contestación de demanda presentada por el MTC 
Anexo 1 – N: Resolución Nº 28 emitido por el 34vo Juzgado Civil 
Anexo 1 – O: Resolución Nº 34 emitido por el 34vo Juzgado Civil 
Anexo 1 – P: Recurso de apelación interpuesto por LAP contra Resolución N° 34 
71 
Anexo 1 – Q: Resolución Nº 05 emitido por la Quinta Sala Civil 
Anexo 1 – R: Resolución Nº 39 emitido por el 31er Juzgado Civil 
Anexo 1 – S: Recurso de apelación interpuesto por LAP contra Resolución N° 39 
Anexo 1 – T: Resolución Nº 09 emitido por la Quinta Sala Civil 
Anexo 1 – U: Recurso de Agravio Constitucional Interpuesto por LAP 






.. · ,�c·,,y>y,c$� ?'�





CONTRATO DE CONCESIÓN PARA LA CONSTRÜCCIÓN, i\·lEJORA, 
CONSERVACIÓN Y b:XPLOTACIÓN DEL ALROPüt::RTO INTERNACION . ./�:�::•· 
"JORGE CH:\ Vl!:Z" · ,. . -;;;¿�t
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Co nstc por el presente documento ,.el Contrato de Concesión para la Construcción, 
Mejora, Conservación y Explotación del Aeropuerto Internacional "Jorge Chávez" (el 
"Contrato") que celebran el Estado Peruano (el "Concedente"), actuando a trav¿s del 
Ministerio de Transportes, Comunicacíones, Vivienda y Construcción ("MTC"), · � 
. . ' 
debidamente representado por lw1� OR.1t:6A JJAvAF..Réí,f, con Libreta Electoral No. 
09 2 'i'.59S7, debid_amente facultado por Resolución Ministerial No. ____ , de fecha 
y · de la otra parte, el Consorcio integrndo por 
"iÍ.&l
1�
Fl'-!.,J hó.,fe-.,,, Fr"'-'"' �,/2,..,- i /MQ in . A X fl c.n.5 t...r c. ll .rc.h ,,._..,c.f. .l 3ur-, .1-«.,
J .✓ 
:�?}{· 
-�: .ª � .·. 
\\ 
ilt 
(El Concesionario) con . domicilio , en 
ól-. db�., r/'<--, :Y:-t,•-c, _,. L,')..--..c.., 
A". Y/C:l";:;fy- A., d..,-.!..r Bd, .. .f ... .1--c µ� /<f] r,,,.cs � Tn.r, República del Perú, dcbi<lamcntc ., 
representado por el., J � 6�.,/--Q,v.::, ;\,\..:,,,:;,.,( c:.r V.,__t-c: ,dr·� , identificado(s) 
con ./)N .z: N� 08 770 l..f- 73 debidament;:: 
facultudo(s) al efecto por €,f0'/fr_,,..,,-T...· ed'6c.·�c. 
4 
ANTECEDENTES 
La Constitución Política del Perú en su Artículo 73 establece que los bienes de domii:ic 
público son inalienables e imprescriptibles y que los bienes d� uso público pueden se: 
concedidos a particulares conforme a ley, para su aprovechamiento económico. 
Mediante ley "Nº '!.7261 de 08-de mayo de 2000 se promulgó la Ley de A�rooáutica Ci·:i: 
del Peíú. 
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juridica es acorde o no con los términos contractuales suscritos entre 
las partes contratantes. Según esto, carece de fandamento la apelación 
formulada en cuanto a este aspecto se refiere. ( ... ) 
5°) ( .. ,) cuestiones o problemáticas relacionadas o que surgen de la 
suscripción de Contratos de Concesión, como las que plantea la parte 
apelante en su demanda asrcomo en su recurso de apelaci611, no son 
materia de discusión en el presente proceso de amparo, pues para ello 
tiene a su alcance la vía del proceso conte11cioso admi11istrativo como 
v(a específica igualme11te satisfactoria., lugar dnnde, inclusive, los 
6rgmws jurisdiccionales tienen la facultad del control difuso así como la 
posíbilidad de inaplicar la cuestionada 1wrma e11 el caso concreto (art. 
9.1 del TUO de la Ley 27584) " 
2. La Sala Superior ha considerado· equivocadamente que LAP pretende el
reconocimiento de alguna situación jurídica proveniente del Contra to de
Concesión del Aeropuerto Internacional Jorge Chávez. La Sala Superior ha
centrado su atención en un asunto que no fue desarrollado ni fundamentado
en la demanda de LAP, sino que fue más bien traído a colación de modo
impertinente por el Juez de primera instancia, cuando declaró infundada
nuestra pretensión en la sentencia,
3. · Si LAP se refirió al Contrato de Concesión y a sus alcances, fue en el recurso de
apelación, y únicamente. con el propósito de demostrar que el razonamiento del
Juzgado era incorrecto, y que en tal virtud la sentencia de primera instancia
debla ser revocada.
Es en esa medida que resultaba inevitable que LAP mencione ·aspectos 
relacionados con el Contrato de Concesión. Por lo demás, LAP debía hacer 
mención al Contrato de Concesión para demostrar una de las principales 
afectaciones constitucionales que produce la norma, que consiste en la 
modificación de los términos del Contrato de Conc�sión como consecuencia 
de·,la,vig'encia de una.norma-autoaplicativa de akance,general,-lo·que a todas,·. 
resul;a co�tritt19,.,al. arlículo 62º de la Cot¡stihlción y por tanto: co'm\1 ... un·;' 
. .  ,,·. . ..,, ·.!' 
vulneración•dé::p.�estro derecho a la libert;�•.Je.contratar. 
'¿ó1ál �s éittonc�s �1 �bjeto de debate judicial? Determinar si la norma cuya 
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directamente el derecho constituci01;1al de LAP a la libertad de. coritratar. Es 
sobre ello. que tiene que centrarse. el pronunciamiento de kis órganos 
jurisdiccionales en este proceso, de lo contrario se emitirla una sentencia 
contraria al principio de congruencia. Lamentablemente, la Sala Superior ha 
centrado el análisis en cuestiones distintas a lo que en este proceso, y de acuerdo 
con nuestra demanda, constituye el debate judicial. 
Señores Magistrados del Tribunal Constitucional, LAP interpuso la demanda de 
amparo solicitando la inaplicación de una norma que afecta directamente su 
derecho a la libertad de contratación. Por ello, la labor del Juzgado y de la Sala 
Superior debió centrarse en determinar si el Decreto Supremo No, 007-2006-
MTC, afecta o no el derecho fundamental a la libertad de contratar. Debe 
entenderse entonces que el control judicial solicitado en nuestra demanda es un 
control difuso de la ·constitucionalidad del artículo 7º inciso 7.2 del Decreto 
Supremo. Ello supmúa entonces que se dé cuenta sobre si ésta se ajusta o no a la 
Constitución y si infringe el contenido constitucionalmente protegido de nuestro 
derecho a la libertad de contratar. 
5. Nuestra posición es que dicha norma autoaplicativa es incompatible con los
artlculos 2° inciso 14 y 62º de la Constitución, en la medida que restringe sin
fundamento alguno la posibilidad de que LAP, a efectos de cumplir con las
obligaciones a su cargo, pueda contratar con empresas especializadas que
brindan servicios de seguridad altamente especializados también.
Por tanto, a efectos de sustentar por qué dicha limitación al derecho
constitucional a la libertad de contratar de LAP es arbitraria e inconstitucional,
. :hemos acreditado que la misµ:,.a, resulta ilegítima en la m<'!dida en que no pasa el 
.denol).1Í.U¡1_qo .. _"test de p�9po.tcidn,alit;l<1<;l.'.', el mismo_.Jl\le ha sidq,_descrito el
Tribunal Constit_úq�;fª,1-�ri los siguientes térrnir!qr · '
, .. ·. . . .  . 
. ··\ 
"Dicho teste se realiza a traués de tres subprincipios: 1. subprincipió de 
idhneidlid 'ó de adecuación; 2. subprincipio de necesidad; y 3. 
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· 1, SulJprincipio de idonéidad o de adecuación. De acuerdo con
este, toda injerencia en los dereclws fundamentales debe ser úwnea o
capaz para fomentar un objetivo constitucionalmente legítimo. E11 otros
ténninos, este subprincipio supo11e dos cosas: primero, la legitimidad
co11stitucional del objetivo; y, segundo, 1a idoneidad de la· 1nedida
utilizada.
2. Suuprincipio de necesidad. Significa que para que una
i11jere11cia en los derechos fundamentales sea necesaria, 110 debe existir
11i11gtÍll otro medio alternativo que revista, por lo inenos, la misma
idoneidad para alca11zar el objetivo propuesto y que sea más benigno
para alcanzar con el derecho afectado. Se trata de una comparación dela
medida adoptada con los inedias alternativos dispo11ibles, y en la cual se
a11alíza, por un lado, la idoneidad equivale11te o mayor del medio
alternativo; y, por otro, su menos grado de intervenci611 en el dereclw
fu11damental.
3. SulJprincipio de proporcionalidad estrictu sensu Segú11 el cual,
para que u11a injerencia en los derec/ws funda1ne11tales sea legítima, el
grado de realización del objetivo de i11tervenció11 debe ser por lo 1nenos
equivalente o proporcio11al al grado de afectación del derecho
fu11da111ental Se trata, por tanto, de la comparació11 de dos intensidades
o grados: 1a realización del fin de las medida examinada y .la afectación
del derecho fu11damental"2 
6. En síntesis, la restricción al derecho a la libertad de contratación de LAP resulta
inconstitudonal dado que no cumple con los subprincipios antes señalados. En
primer lugar, corresponde analizar cuál es el -supuesto- objetivo que la norma
persigue, EL MTC ha señalado que éste sería '•'imposibilitar la filtración de
información, así como· lafalta de especializació11 del personal de segiiridad que brinde el
servJcio".
•, I• ''¡, • • , 1•.:, 
• 
·t 
a Respecto al principio de idoneidad o adecuación: El supuesto fin 
perseguido no puede ser logrado mediante la regulación restrictiva del 
Decreto Supremo, Esto porque evidentemente la limltación contractual no 
puede asegurar que no sea ahora el propio personal de LAP el que termine 
. filtrando información. ':Además, esta solución legislativa empeora la 
•: . ·sÍtuación·· porque inc].uso •cori· ello· fü. siqtúera 
,'r . 
. 
especialización c\'e. qui�n presta el servicio; · · .'\ 
• 
• •• •  ··,:·· • >•. ,··-:· 
' . 
Sf" garantiza uriá: .mayor 
' ' : ',: 
. .,. 
,.., . .
En efecto, con la limitación impuesta a nuestro derecho constitucional no 
... '· :•, .. 
se'j}i\fariii.Ú · que nuestro personal cumpla con no brindar infixmación 
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relevanfo sobre el desarrollo del servicio aeroportuario. Asimismo, no 
vemos de qué manera el referido fin g_ue el MTC pretende lograr resulta 
ser constitucionalmente legítimo. 
Por otro lado, respecto de-garantizar la especialización del personal a cargo 
de la seguridad, el Decreto Supremo logra precisamente lo opuesto. ¿Qué 
resulta más adecuado para lograr la supuesta finalidad que una persona 
jurídica, que brlnda el .servicio de seguridad de manera especializada, y 
que cuenta con personal altamente calificado brinde tal servido o que LAP, 
pese a no contar con el k11ow lww para ello capacite a su propio personal, el 
mismo que no cuenta con experiencia respecto a temas de seguridad? 
La respuesta es más que obvia. Evidentemente, un personal especializado 
en seguridad puede garantizar de mejor manera la seguridad al interior de 
la Z.ona de Seguridad Restringida del Aeropuerto Internacional Jorge 
Chávez que una que no cuenta con dicha expertise, 
0 Respecto al su!:>principio de necesidad; ¿No existía acaso una medida 
menos lesiva que la impleméntación del Decreto Supremo?, ¿no se pudo 
generar algún mecanismo mediante el cual no se viole el derecho 
constitucional de contratar de LAP? Nosotros sostenemos que sf se podía. 
Una medida menos lesiva pudo haber considerado, -por ejemplo, una 
estricta fiscalización a LAP respecto al servicio de seguridad subcontratado 
por parte de la autoridad aeronáutica. Por lo tanto, queda claro que 
tampoco se ha cumplido con ese elemento del test. 
• . , :, Respecto al subprincipio di?. proporcionalidad; La limi�ción hecha no es
... pxop,orc;iP\"\al en tanto . H!l-':l : no: .se cwnple, como ¡1-emós. dicho, •.con el
supuesto fin que ,si; pr�fende lograr. Una J'.t\ed,i1,a ,;teja de ser proporcional:• 
·.::� . \á ',: 
cuando a través'4e ella se generan mayores E(fefct?� negativos (la limitación": 
. · -· ·  
a un derecho fundamental), en relación a los beneficios de la misma (que, 
' . , ···. '"- :. ·. ·:: '. '.�: -:; ·•. •�:•, .. -. r-,- :;:;·:: · ... , .... ., , . 
cómo h'en'iós 'VÍ�to ri<? se produéen). La implementación del Decreto 
, . •. •. 
. • • , \ l ... . "' , . . . . • • 
:•>•.·,.·.·.•:-, Stipr.iínó rt6 J�io-.se afecta 'ía libertad de contratar de LAP, s!no que al'·. 
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Contrato-ley; sin e¡nbargo, a partir de la entrada eri vigencia de dicha norma, tal 
posibilidad ha sido . eliminada. Dicha norma es. contraria a la Constitución . al 
alterar la intangibilidad del Contrato de Concesión. Además de afectar la 
libertad de contratar de LAP, también se afecta la intangibilidad del Contrato 
celebrado entre LAP y el Estado Peruano. 
9. Lamentablemente, la Quinta Sala Civil de Lima ha declarado improcedente bajo
el argumento -absolutamente insuficiente-- de que LAP está trayendo a colación
cuestiones relacionadas con el Contrato de Concesión, y que cualquier discusión
respecto este contrato es evidentemente ajeno al proceso constitucional de
amparo. Señores Magistrados, si LAP planteó en el recurso de apelación
cuestiones relacionadas al Contrato de Concesión fue por las siguientes razones:
• Si una de las afectaciones consiste en la modificación del Contrato de 
Concesión suscrito con el Estado Peruano, como consecuencia de la
vigencia del Decreto Supremo, ¿cómo no sustentar dicha modificación
precisamente en la descripción de la forma en que dicho Contrato de
Concesión fue modificado? Es evidente que LAP tiene que necesariamente
desarrollar c'ómo es ·que es parte de un contrato en el que sí se le permitía
subcontratar personal de seguridad y cómo es que dicha habilitación es
finalmente modificada en el Decreto Supremo.
Porque en la sentencia de primera instancia el Juzgado señaló, en su octavo
considerando, que el Decreto Supremo no constituye una afectación de los
derechos constitucionales de LAP porque "( ... ) no hace sino señalnr la
prohibici6n de subcont-ramr al personal de seguridad especializada que pretende la
acsiqnante, por ser ésm una activúfqd princpal, llabiéndose sefmlac¼ en el anexo 3
del Contrato de .Qmcesi611, que éstas·operacione¡; principales (rulir'! de seguridíJd)
, ,i :. ' ., · • •  · • •. .  ·,. ,, ,, . . . ', .•·. • . . . , • . . 
: liebían ser realiiadás d,if�.tf mente por el operador princ/Pf!.l." . :,. 
: ::-�\ . � ... . . -:�· . 
E_viderltemente, para-contradecir este argumento,.'résultaba indispensable 
éi�kciibir 2óiriÓ eiq�� si bien es cierto que el Anexo 3 establecía la misma 





BENITES, f-ORNO & UGAZ 
---=---
habla .interpretado· el Contrato de Concesión· y llegó a la conclusión de que 
dicha contratacióµ era posible. 
10. Queda claro entonces que la única forma de contraqecir y desvirtuar los
argumentos del Juzgado de primera instancia pasaba necesariamente por hacer
referencia a esas específicas cuestiones contractuales. Sin embargo, esto no
desnaturaliza el carácter constitucional de nuestra defensa y la necesidad de
protección de nuestro derecho fundamental.
CONCLUSIÓN: En resumen, el Decreto Supremo afecta la libertad de contratar en 
dos rúveles concretos: (i) impide a LAP celebrar contratos con terceros respecto al 
sei:vicio de seguridad especializada para el aeropuerto, lo que claramente atenta 
con.tra el derecho constitucionalmente protegido del derecho a la libertad de 
contratación; y, (ii) desnaturaliza el Contrato de Concesión celebrado con el Estado 
Peruano, el mismo que perrrútía subcontratar, entre otros servicios, el de seguridad, 
alterando así, el contenido de dicho contrato, o que afecta también directamente. la 
libertad de contratar respecto a lo que fue pactado por las partes la momento de su 
celebración. 
P,ORTANTO: 
Solicitamos se conceda el presente recurso y se eleve al Tribunal Constitucional para 
que anule la resolución impugnada, y pronunciándose ya sobre el fondo de la 
controversia fundada nuestra demanda. 
PRIMER OTROSÍ DECIMOS: Al amparo del artículo 80° del Código Procesal Civil, 
el presente escrito suscrito s_ólo por el abogado que lo autoriza, qujen cuenta con las 
facultades gener¡4es de representación judicía,J:,otorgadas por la parte en su Escrito No. 
1�; · :·�
1/N,!2,
0. •OTROSÍ DE���0�:.:<5,1,ue,. 
1
de •acuerdo a lo cpsp1,1esto'' en la quinta
( . lit disp�_sAci&.q final del Código Pr.�s�s.
JJ; .Constitucional y el artí�Jo; undécimo de la
Resolución Administrativa N" 009�2007-CE-PJ, se encuentran exonerados del pago de 
''i';tf.,�anceles Judiciales todos los procesos constitucionales como el presente.
( 
_,_.... 
. d.iSó1, NUÑEZ SANTTI 
Abo ada 








SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
En Lima, a los 16 días del mes de abril de 2013, el Tribunal Constitucional, en
sesión de Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los magistrados, Urviola Hani,
Mesía Ramírez, Beaumont Callirgos, Eto Cruz y Álvarez Miranda, pronuncia la
siguiente sentencia
ASUNTO
Recurso de agravio constitucional interpuesto por Lima Airport Partners
S.R.L.-LAP contra la resolución expedida por la Quinta Sala Civil de la Corte
Superior de Justicia de Lima, de fojas 1033, su fecha 22 de marzo de 2011, que
declaró improcedente la demanda de autos.
ANTECEDENTES
Con fecha 25 de abril de 2006, la Sociedad recurrente interpone demanda de
amparo contra el Poder Ejecutivo y los Procuradores Públicos encargados de los
asuntos judiciales del Consejo de Ministros y del Congreso de la República, a fin de
que se disponga la inaplicación del numeral 7.2. del artículo 7 del Decreto Supremo
007-2006-MTC, pues sostiene que dicha norma afecta su derecho a la libertad de
contratar.
Manifiesta que la cuestionada norma al reglamentar la prohibición impuesta a
los operadores de los aeródromos de subcontratar personal de seguridad (oficiales de
seguridad aeroportuaria) que realizan funciones dentro de la Zona de Seguridad
Restringida, ha incurrido en un supuesto de afectación de su derecho invocado, toda
vez que el contrato de concesión que suscribió con el Estado peruano el 14 de febrero
de 2001, para la Construcción, Mejora, Conservación y Explotación del Aeropuerto
Internacional Jorge Chávez, a través de su anexo 4, estableció los lineamientos que el
concesionario debe cumplir para la correcta operación del aeropuerto en materia de
seguridad, sin establecer limitaciones a la libertad de cumplir con sus obligaciones de
seguridad por medio de terceros especializados; y que sin embargo, añade que el
numeral 5.3 del artículo 5 de la Ley 28404, Ley de Seguridad de la Aviación Civil
(del 30 de noviembre de 2004), claramente prescribe que los Operadores de los
Aeródromos no podrán subcontratar los servicios de seguridad, disposición que al ser
reglamentada por la norma cuestionada, ha prohibido de manera arbitraria y sin que
14/9/2020 03128-2011-AA
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2013/03128-2011-AA.html 2/19
medie justificación objetiva alguna, la contratación del personal que cumple
funciones de inspección de las instalaciones, pasajeros, equipaje de mano y otras que
se establezcan en el Programa de Seguridad del Operador del Aeródromo, a través de
la subcontratación de dicho personal a través de empresas especializadas, tal y como
lo establece la norma cuestionada.
El Procurador Público encargado de los asuntos judiciales del Consejo de
Ministros propone las excepciones de ambigüedad en el modo de proponer la
demanda
y de falta de legitimidad para obrar pasiva, y contesta la demanda manifestando que
la Sociedad demandante no ha señalado claramente cuál es su intención al pretender
anular el numeral 2 del artículo 7º del Decreto Supremo 007-2006-MTC y cuál es la
relación causal con la Presidencia del Consejo de Ministros.
El Procurador Público encargado de los asuntos judiciales del Congreso de la
República deduce la excepción de falta de legitimidad pasiva e interpone denuncia
civil para que se incorpore al Ministerio de Transportes y Comunicaciones como
parte al proceso.
Mediante Resolución de fecha 1 de octubre de 2007, el Trigésimo Cuarto
Juzgado Civil de Lima dispone la incorporación al proceso del Ministerio de
Transportes y Comunicaciones como litisconsorte necesario.
El Procurador Público encargado de los asuntos judiciales del Ministerio de
Transportes y Comunicaciones contesta la demanda manifestando que el Perú, como
miembro de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI) y signatario del
Convenio de Chicago, ha dispuesto a través del numeral 1) del artículo 8º de la Ley
27261, Ley de Aeronáutica Civil del Perú, que el Ministerio emplazado sea la única
autoridad de aeronáutica civil, funciones que ejerce a través de la Dirección General
de Aeronáutica, razón por la cual es el Ministerio emplazado quien aprueba los
anexos del referido convenio y las normas y métodos recomendados por la OACI,
para efectos de mantener los estándares de seguridad que dicha organización
recomienda a los Estados a efectos de prevenir cualquier acto que, siendo ajeno a la
actividad aeronáutica, la ponga en riesgo, como lo es la instalación de bombas, la
ejecución de secuestros, etc. En dicho sentido, la Ley de Seguridad de la Aviación
Civil (Ley 28404) recoge todas las normas y métodos recomendados por la OACI con
relación al Anexo 17 del Convenio de Chicago, los cuales sustentan y justifican lo
regulado en el numeral 2 del artículo 7º del Decreto Supremo 007-2006-MTC
cuestionado. Respecto del contenido de dicha norma, sostiene que no es posible que
la Sociedad demandante subcontrate los servicios de seguridad del Aeropuerto Jorge
Chávez, dado que dicho servicio constituye una actividad principal, por lo que  de
acuerdo con el Anexo 3 del contrato de concesión, dicho servicio debe ser realizado
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directamente por el operador principal y por cuenta del concesionario, siendo incluso
que la cláusula 5.21 dispone que ni el concesionario ni el operador principal deben
emplear ningún operador secundario subcontratista, agente o mandatario para llevar a
cabo operaciones principales, mientras que en el Anexo 14 se estipuló que el sistema
de seguridad para el aeropuerto deberá cumplir con todos los lineamientos y
recomendaciones actuales y futuras del Perú, OACI, FAA e IATA.
Agrega que la norma cuestionada supera el test de proporcionalidad dado que
la limitación referida a que los servicios de seguridad en la Zona de Seguridad
Restringida sean brindados solo por el operador del aeródromo, tiene por finalidad no
solo la seguridad de la aviación civil, sino la de posibles ataques contra la seguridad
nacional e internacional, por lo que la exclusión de un tercero diferente al operador
del aeródromo para brindar servicios de seguridad resulta una medida idónea pues
garantiza el cumplimiento de dicha finalidad y garantiza una menor rotación de
personal que tiene acceso a dicha zona y a información privilegiada, asegurando
mayor especialización. Asimismo, considera que no podía adoptarse una medida
menos gravosa a la recogida en la norma cuestionada dado que ella reproduce la
obligación asumida por la Sociedad demandante a través del contrato de concesión,
razón por la cual la referida norma tampoco perjudica las libertades de contratación y
empresa de la recurrente.
El Trigésimo Cuarto Juzgado Civil de Lima, con fecha 30 de junio de 2008,
declaró fundada la excepción de falta de legitimidad pasiva propuesta por el
Procurador Público a cargo de los asuntos judiciales de la Presidencia del Consejo de
Ministros y declaró saneado el proceso; y con fecha 22 de julio de 2010 declaró
infundada la demanda, por estimar que la norma cuestionada solo busca asegurar la
aeronavegación por tratarse de una actividad principal, ya que normalmente son los
Estados los que proveen dicho servicio, más aún cuando es el Estado quien debe tener
una función supervisora y correctiva o reguladora, respecto de los peligros que
representa que la seguridad del aeropuerto no sea realizada por la Sociedad
demandante.
La Sala Superior competente revocó la apelada y declaró improcedente la
demanda, por estimar que las controversias que surgen de la suscripción del contrato
de concesión no son materia de discusión a través del proceso de amparo, pues para
ello tiene a su alcance la vía del proceso contencioso administrativo.
FUNDAMENTOS
1. La demanda tiene por objeto que se declare la inaplicación a la Sociedad
demandante del numeral 2 del artículo 7º del Decreto Supremo 007-2006-MTC,
alegándose que dicha norma afecta el derecho a la libertad de contratar.
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Procedencia de la demanda
2. Como es de verse, la pretensión cuestiona de manera directa la
constitucionalidad de la norma antes referida, razón por la cual corresponde
recordar que si bien, en principio, no es procedente el amparo contra normas
heteroaplicativas, sí procede contra normas autoaplicativas, es decir, contra
aquellas normas creadoras de situaciones jurídicas inmediatas, sin la necesidad
de actos concretos de aplicación. En efecto, del fundamento 10 de la STC 03283-
2003-AA/TC se infiere que cuando las normas dispongan restricciones y
sanciones sobre aquellos administrados que incumplan en abstracto sus
disposiciones, queda claro que las mismas por sus alcances podrían ser
consideradas como de carácter autoaplicativo que desde su entrada en vigencia
podría generar una serie de efectos jurídicos que pueden amenazar o violar
derechos fundamentales.
3. Sin embargo, debe quedar claro que esta afirmación no significa una valoración
del fondo de la controversia, pues sólo se pronuncia sobre la procedibilidad de la
demanda de amparo. Así, la determinación del carácter autoaplicativo de una
disposición no conlleva necesariamente la estimación de la demanda, porque la
verificación de su carácter es sólo un presupuesto procesal, mas no un elemento
determinante para su inaplicación porque una ley autoaplicativa no siempre es
inconstitucional. Impide, en todo caso, que el proceso de amparo (control
concreto) se desnaturalice frente al proceso de inconstitucionalidad (control
abstracto). (STC 00606-2008-PA/TC, fundamento 4).
4. En el presente caso, el tenor de la norma cuestionada dispone lo siguiente
7.2 El operador del aeródromo no puede subcontratar al personal de seguridad a que se refiere
el literal d) del numeral anterior que realiza funciones dentro de la Zona de Seguridad
Restringida.
5. Si bien es cierto que la Sociedad demandante no invoca la existencia de un acto
concreto de aplicación del Decreto Supremo cuestionado, se aprecia que en la
medida que ésta cuenta con el derecho de explotación del Aeropuerto
Internacional Jorge Chávez (en adelante el Aeropuerto) en calidad de
concesionario y operador de dicho aeropuerto (f. 33), los efectos del referido
decreto supremo pueden generar una restricción respecto de su derecho a la
libertad de contratación sobre la subcontratación del personal de seguridad que
realizaría funciones en la Zona de Seguridad Restringida del mencionado
aeropuerto, lo cual demuestra el carácter autoaplicativo de la norma cuestionada.
En tal sentido, este Colegiado considera que la demanda incoada merece un
análisis sobre el fondo.
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Análisis de la controversia
6. Antes de ingresar a analizar la controversia planteada, corresponde precisar que
en el presente caso existe un contrato de concesión del Aeropuerto Internacional
Jorge Chávez, de fojas 33 a 128 (en adelante El Contrato), suscrito entre la
demandante y el Estado peruano, el cual data del 14 de febrero de 2001 (f. 147),
acto jurídico que  regula los derechos y las obligaciones que ambas partes se
obligaron a cumplir, con relación a la explotación del referido aeródromo,
situación que resulta de necesaria importancia delimitar, por cuanto el Ministerio
emplazado sostiene que la restricción estipulada en la disposición cuestionada,
forma parte de los pactos a los que se ha obligado cumplir la Sociedad
demandante en El Contrato (f. 426), con relación a la seguridad del Aeropuerto.
7. En primer lugar, en la Cláusula 1 de El Contrato, se estableció un conjunto de
definiciones, de las cuales se mencionarán a continuación sólo las más
relevantes.
Concesión: significará el acto administrativo plasmado en el presente Contrato
mediante el cual el Concedente otorga al Concesionario el derecho para el
Aprovechamiento Económico de los Bienes de la Concesión, lo que implica la
autorización para prestar los Servicios Aeroportuarios y realizar las Mejoras de
acuerdo con lo establecido en el presente Contrato y con sujeción a las Leyes
Aplicables. Se excluye de la Concesión, los Servicios de Aeronavegación, con
excepción de aquellos a cargo del Concesionario, conforme al Anexo 3 del
presente Contrato (f. 39).
Contrato de Operación, significará un contrato que suscribe el Concesionario
con un Operador para la operación del Aeropuerto o parte del mismo, en las
condiciones establecidas en las Cláusulas 5.3 y 5.4 (f. 39).
Leyes Aplicables, significará cualquier ley, reglamento, decreto, norma,
resolución, orden y/o disposición emitida por una Autoridad Gubernamental (f.
45)
Normas, significarán los reglamentos, directivas y resoluciones, que serán de
carácter obligatorio para el Concesionario, que de conformidad con su ley de
creación puede dictar OSITRAN, incluyendo, pero sin limitarse a aquellas
relativas a infracciones y sanciones vinculadas al objeto del presente Contrato (f.
46).
Operaciones principales, significan aquellas operaciones contenidas en el
Anexo 3, las cuales solo podrán ser realizadas por el Operador Principal (f. 46).
14/9/2020 03128-2011-AA
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2013/03128-2011-AA.html 6/19
Operador Principal, significará el Operador que realiza directamente las
Operaciones Principales del Aeropuerto (f. 46).
Operador Secundario, significará el Operador u Operadores que llevan a cabo
las operaciones no principales del Aeropuerto (f. 46).
OSITRAN, significará el Organismo Supervisor de la Inversión en
Infraestructura de Transporte de Uso Público que cumple las funciones
establecidas en el presente Contrato, en la Ley N.º 26917 y en su Reglamento
aprobado por el Decreto Supremo N.º 024-98-PCM, sus normas
complementarias, modificatorias y ampliatorias, o cualquier entidad que lo
sustituya en el futuro. OSITRAN administrará el cumplimiento de las
obligaciones a cargo del Concesionario con criterios técnicos (f. 46).
8. En la Cláusula 2 de El Contrato, se establece lo siguiente con relación a la
Concesión:
Otorgamiento de la Concesión: El Concedente por el presente Contrato otorga
al Concesionario, con sujeción a lo dispuesto en sus estipulaciones, el
Aprovechamiento Económico de los Bienes de la Concesión y demás derechos
descritos en el presente Contrato. En virtud de la Concesión, el Concesionario
será responsable de la operación del Aeropuerto (excluyendo el
mantenimiento de aquellos servicios y funciones del Aeropuerto no otorgados en
la Concesión), de la asignación de slots para aterrizaje y despegue, de la
prestación de los Servicios Aeroportuarios, y de aquellos Servicios de
Aeronavegación a su cargo, conforme al Anexo 3 del presente Contrato, del
diseño y construcción de las Mejoras, y de la reparación, conservación y
mantenimiento de los Bienes de la Concesión, de conformidad con los
Estándares Básicos y los Requisitos Técnicos Mínimos durante la Vigencia de la
Concesión (f. 51) (el resaltado y subrayado es nuestro).
9. Como es de verse, en el presente caso, el marco de acción del derecho a la
libertad de contratación de la Sociedad demandante se circunscribe al contenido
en las cláusulas 5.3 (f. 57) y 5.4, así como en el Anexo 3 (f 863 a 868) del
referido Contrato, situación por la que corresponde citar dichos acápites. Cabe
mencionar que en autos no corre la página 27 de El Contrato, foja en la que se
encuentra detallada la cláusula 5.4; pese a ello, el texto de la citada cláusula será
incorporado en los términos que se desprenden de la información existente en el
portal web de la Sociedad demandante.
5.3 Contrato de Operación con el Operador Principal. El Operador Principal
llevará a cabo directamente y por cuenta del Concesionario las Operaciones
Principales del Aeropuerto, detalladas en el Anexo 3 del presente contrato.
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La facturación por todos los servicios que el Operador Principal preste, deberá
efectuarla el Concesionario
El Operador Principal, o quien haya precalificado por él de acuerdo a las
Bases, habiendo celebrado un contrato de transferencia de tecnología, deberá
mantener, durante la Vigencia de la Concesión, personal propio, calificado según
los requerimientos del puesto, y con experiencia no menor a cinco (5 años) en
puestos similares, a los siguientes: (a) Gerente General, (b) Gerente de
Operaciones, (c) Gerente de Seguridad, (d) Gerente Comercial; y, (e) Gerente de
Abastecimiento y Mantenimiento.
El Concesionario y el Operador Principal suscribirán el Contrato de Operación
correspondiente en la oportunidad señalada en la Clausula 11.1.2. El
concesionario remitirá copia del mismo a OSITRAN el primer Día Útil
siguiente. Asimismo el Concesionario remitirá a OSITRAN, en la misma
oportunidad, una declaración jurada manifestando que dicho Contrato de
Operación no contiene ninguna disposición que vulnere las cláusulas estipuladas
en el presente Contrato así como en las Leyes Aplicables (f. 57).
El Contrato de Operación deberá establecer las funciones que deberá llevar a
cabo el Operador Principal por sí mismo así como la obligación de éste de
remitir a OSITRAN a información que éste último considere pertinente
solicitarle y de prestarle las facilidades que demande el correcto cumplimiento
de sus funciones.     
El Concesionario no podrá sustituir, suspender ni de otra manera directa o
indirecta cambiar al Operador Principal ni modificar sus funciones o
responsabilidades, salvo autorización, previa y por escrito del Concedente.
El Operador Principal deberá ser dueño (libre de todo gravamen y limitación de
dominio) de cuando menos un quince por ciento (15%) del capital social del
Concesionario durante el Período Inicial, y un diez por ciento (10%) durante el
Período Remanente de Vigencia de la Concesión, sujeto a lo previsto en la
Cláusula 21.5.
El Concesionario deberá realizar la construcción, mejora, desarrollo y
operaciones del Aeropuerto de conformidad con las prácticas y operaciones
aeroportuarias  internacionalmente aceptadas y los Requisitos Técnicos
Mínimos.
5.4. Contratos de Operación con Operadores Secundarios. Las operaciones no
principales del Aeropuerto, definidas como tales en el Anexo 3, podrán ser
llevadas a cabo por Operadores Secundarios, quienes deberán contar con el
personal con la experiencia apropiada. Copia de dichos Contratos de Operación
14/9/2020 03128-2011-AA
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2013/03128-2011-AA.html 8/19
deberá ser enviada a OSITRAN, al siguiente Día Util de la fecha de su
suscripción.
En la misma oportunidad en que sea enviado a OSITRAN, copia de dichos
Contratos de Operación, el Concesionario remitirá una declaración jurada
manifestando que dichos Contratos de Operación no contienen ninguna
disposición que vulnere las cláusulas estipuladas en el presente Contrato así
como en las Leyes Aplicables.(*)
* El texto en cursiva proviene de la dirección web
http://www.mtc.gob.pe/portal/home/concesiones/contratos/LAP/TUO-LAP.pdf,
visitada el 23 de enero de 2012. (El resaltado y subrayado es nuestro).
Anexo 3. Operaciones que se llevan a cabo en el Aeropuerto. Las
Operaciones que se llevan en el Aeropuerto, han sido clasificadas para efectos
del presente Contrato de Operaciones Principales y Operaciones No Principales.
(…).
1. Operaciones Principales Deben ser realizadas directamente por el Operador
Principal y por cuenta del Concesionario”. Estos servicios son los que se detallan
a continuación:
1.1.  Servicios Aeroportuarios en relación a la TUUA.
1.1.1. Servicios de Salvamento y Extinción de Incendios (…)
1.1.2. Seguridad. Servicio cuyo objetivo principal es salvaguardar la
seguridad, regularidad y eficiencia de la aviación civil contra actos ilícitos
dirigidos contra el Aeropuerto, aeronaves, instalaciones en general, pasajeros y/o
Usuarios.
1.1.3. Circuito cerrado de televisión (…)
1.2. Servicios de Aterrizaje y Despegue (…)
1.3. Estacionamiento de aeronaves (…)
1.4. Puente de Abordaje (…)
1.5. Servicios de Aeronavegación.
2. Operaciones No Principales. Son aquellas operaciones no incluidas en las
Operaciones Principales, y que podrán ser llevadas a cabo por el Operador
Principal o por el Operador Secundario. Estos servicios, entre otros, son los que
se detallan a continuación:
2.1 Servicios Aeroportuarios en relación a la TUUA, entre los que se
encuentran los siguientes: Transporte de equipaje, Servicio de Transporte de
Pasajeros (Terminal - Avión), Entrega de Equipaje, Información, Sala de
Pasajeros en Tránsito, Iluminación, Salas de Embarque, Chequeo de pasajeros y
equipaje, Sala de Autoridades (Protocolo), Sala de Espera (parte pública).
2.2. Otros servicios para líneas aéreas, para empresas comerciales y de
servicios auxiliares aeroportuarios. Entre los que se encuentran: counters,
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locales para comapñias aéreas, salón VIP de compañías aéreas, hangar, carga
aérea (peaje).
2.3 Servicio de Protocolo en el Aeropuerto.
2.4. Otros servicios no principales.
2.4.1. Servicio de rampa o manipulación de tierra (GROUND HANDGLING):
Servicio de atención que se da a la aeronave en la plataforma del aeropuerto,
consistente en: Limpieza de cabina, escalera de embarque/desembarque de
pasajeros, vehículo de abastecimiento de agua, vehículo de desagüe, planta
eléctrica, arrancador de turbinas, barra de remolque de aeronave, señalizador,
pay mover, vehículo y carretas para equipajes, estiba/desestiba de equipajes y
carga, faja transportadora de equipajes, elevador y/o montacargas, etc.
2.4.2. Combustible para aeronaves. Servicio de aprovisionamiento de
hidrocarburos para las aeronaves (…).
Cabe mencionar que la cláusula 5.21 de El Contrato, dispone lo siguiente
Subcontratistas. Ni el Concesionario ni el Operador Principal debe emplear
ningún operador Secundario, subcontratista, agente o mandatario para llevar a
cabo las Operaciones Principales.
10. En el contexto descrito, corresponde recordar lo manifestado por este Colegiado
en reiterada jurisprudencia relacionada con el derecho a la libertad de
contratación. Así, el referido derecho:
 “(...) se concibe como el acuerdo o convención de voluntades entre dos o más
personas naturales y/o jurídicas para crear, regular, modificar o extinguir una
relación jurídica de carácter patrimonial. Dicho vínculo —fruto de la concertación
de voluntades— debe versar sobre bienes o intereses que poseen apreciación
económica, tener fines lícitos y no contravenir las leyes de orden público.
Tal derecho garantiza, prima facie:
· Autodeterminación para decidir la celebración de un contrato, así como la
potestad de elegir al co-celebrante.
· Autodeterminación para decidir, de común acuerdo, la materia objeto de
regulación contractual.” (STC 02736-2004-PA/TC, fundamento 9, RTC 04858-
2011-PA/TC, considerando 4, STC 2736-2004-PA/TC, fundamento 9, STC
4788-2005-PA/TC, fundamento 7, STC 8943-2006-PA/TC, fundamento 2, entre
otras).
11. De acuerdo con el contenido del Contrato de Concesión, se aprecia la existencia
de operaciones consideradas como principales y secundarias, las cuales son
desarrolladas por el Operador Principal o por un Operador secundario,
respectivamente. Asimismo, queda claro que la Sociedad demandante viene a ser
la Concesionaria y responsable de la operación del Aeropuerto Internacional
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Jorge Chávez, y de acuerdo con lo sostenido a fojas 585 y a lo vertido en el
Acuerdo N.° 263-87-02-CD-OSITRAN, a fojas 547, el Operador Principal del
Aeropuerto viene a ser FRAPORT AG, empresa internacional especializada en la
operación de aeropuertos.
Asimismo, se ha determinado contractualmente que la seguridad del Aeropuerto
es una Operación Principal y que su desarrollo es una obligación exclusiva del
Operador Principal que ejecuta por cuenta del Concesionario, conforme lo
dispone la cláusula 5.21; sin embargo, de acuerdo con el tercer párrafo de la
cláusula 5.3 del referido contrato, la mencionada obligación –entendida como
una limitación al derecho a la libertad contractual– se encuentra circunscrita a
mantener, durante la Vigencia de la Concesión, personal propio, calificado según
los requerimientos del puesto, y con experiencia no menor a cinco (5 años) en
puestos similares, a los siguientes: (a) Gerente General, (b) Gerente de
Operaciones, (c) Gerente de Seguridad, (d) Gerente Comercial; y, (e) Gerente de
Abastecimiento y Mantenimiento.
Es decir, que la referida obligación exclusiva o limitación contractual vincula a la
Sociedad demandante con el Operador Principal en la medida de que éste último
asume el desarrollo de las operaciones principales a nombre del Concesionario, o
lo que es lo mismo, asume la obligación de la Sociedad demandante como si de
ella misma se tratara, lo que incluye de manera solidaria asumir las
responsabilidades que ello pudiera generar –pues en esos términos ha sido
formulado el contrato–; pese a ello, la mencionada cláusula 5.3 del Contrato,
exige al Operador Principal mantener a su cargo un tipo de personal específico
con vínculo laboral directo e inmediato, disponiéndose taxativamente que dicho
personal es el Gerente de Seguridad del Aeropuerto, lo que evidencia que dicha
limitación no incluye al personal subordinado a dicha gerencia.
12. Se aprecia, en consecuencia, que la Sociedad emplazada y el Operador Principal
del Aeropuerto, han dado cumplimiento a lo dispuesto por la cláusula 5.3 del
Contrato en sus términos expuestos, lo que incluso en su momento también fue
materia de opinión similar por el OSITRAN a través de su Acuerdo N.° 263-87-
02-CD-OSITRAN (f. 547).
13. En tal sentido, queda desvirtuado el alegato del Ministerio emplazado
relacionado a que la limitación regulada por el artículo 7.2 del Decreto Supremo
N.º 007-2006-MTC recoge compromisos respecto de temas de seguridad
pactadas en el contrato de Concesión (f. 420), razón por la cual corresponde
analizar la constitucionalidad de la norma cuestionada.
Sobre la disposición cuestionada
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14. Conforme lo ha señalado la propia Sociedad accionante, la prohibición regulada
en el cuestionado artículo 7.2 del Decreto Supremo N.º 007-2006-MTC tiene por
origen el artículo 5.3 de la Ley 28404 (Ley de la seguridad de la aviación civil),
disposición que establece lo siguiente:
5.3 El Operador del Aeródromo no podrá subcontratar los servicios de
seguridad, debiendo cumplir dicha función con personal propio y de acuerdo a lo
establecido en el Programa Nacional de Seguridad de la Aviación Civil.
La referida norma fue publicada el 30 de noviembre de 2004, por lo que su
vigencia data del siguiente a dicha publicación, sin embargo, su aplicación recién
se produce con la emisión del Decreto Supremo 007-2006-MTC, pues es a partir
de esta última norma que se reglamenta la referida prohibición a través del
artículo cuestionado.
15. Al respecto cabe precisar que al margen de la capacidad de decidir celebrar un
contrato, así como de la capacidad de regular su correspondiente materia o
contenido –conforme lo expuesto en el fundamento 10 supra–, también forma
parte del contenido constitucionalmente protegido del derecho a la libertad de
contratación:
“garantizar que la posibilidad del propio cumplimiento de lo pactado no se vea
frustrada por una injerencia externa que pueda considerarse de arbitraria. En los
términos del artículo 62 de la Constitución, “La libertad de contratar garantiza
que las partes pueden pactar válidamente según las normas vigentes al tiempo
del contrato. Los términos contractuales no pueden ser modificados por leyes u
otras disposiciones de cualquier clase”. (STC 03866-2006-PA/TC, fundamento
16).
Esto en razón de que
“no toda restricción del derecho a la libertad contractual supone una afectación
del mismo, sino sólo aquellas que se presenten como desproporcionadas en
atención a las circunstancias (…)” (STC 01735-2008-PA/TC, fundamento 14).
16. Por tanto, este Tribunal considera que el análisis de la constitucionalidad de la
disposición cuestionada genera al mismo tiempo un análisis de la norma de
origen, dado que esta última norma viene a ser la concretización de su contenido,
situación que en el caso de autos, a su vez, se encuentra vinculada de manera
directa con el contenido del contrato de concesión suscrito por la Sociedad
demandante y el Estado peruano, pues la ley de origen estipula una condición
para la ejecución de dicho contrato que en su formulación no contenía tal y
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conforme se ha expuesto en los fundamentos 11 a 13, supra, razón por la cual el
análisis del artículo cuestionado a su vez implica el análisis del artículo 5.3 de la
Ley 28404, en lo que corresponda.
17. El cuestionado artículo 7.2 del Decreto Supremo N.º 007-2006-MTC, dispone lo
siguiente:
7.2 El operador del aeródromo no puede subcontratar al personal de seguridad a
que se refiere el literal d) del numeral anterior que realiza funciones dentro de la
Zona de Seguridad Restringida.
El mencionado literal d) del artículo 7.1 del referido decreto supremo, establece
lo siguiente:
7.1 Corresponde al personal asignado a la Seguridad de la Aviación Civil del
sector aeronáutico las siguientes denominaciones y funciones:
d. Oficial de Seguridad Aeroportuaria: Es el personal del Operador del
Aeródromo público o privado, que cumple funciones de inspección de las
instalaciones, pasajeros, equipaje de mano y otras que se establezcan en el
Programa de Seguridad del Operador del Aeródromo, para cuyo efecto recibe
capacitación y entrenamiento especializado sobre seguridad de la aviación
proporcionado por el Operador del Aeródromo.
Como es de verse, la disposición cuestionada establece una prohibición o
limitación al Operador de Aeropuerto u Operador Principal, respecto de la
subcontratación de los denominados oficiales de seguridad aeroportuaria, para
la realización de sus funciones en la Zona de Seguridad Restringida, es decir,
que la prohibición únicamente opera para un tipo específico de personal que
labora en la referida zona de seguridad, mas no para el mismo personal que
realiza labores fuera de la referida zona u otro tipo de personal.
Teniendo delimitado el marco de aplicación de la disposición cuestionada,
corresponde analizar si ella cuenta con una justificación suficiente en la medida
de que, prima facie, restringe el derecho a la libertad de contratación de la
Sociedad demandante respecto a la contratación de oficiales de seguridad
aeroportuaria en la Zona de Seguridad Restringida del Aeropuerto. A tal efecto se
someterá dicha medida al test de proporcionalidad.
Test de proporcionalidad
18. Tal como lo ha establecido este Colegiado en reiterada jurisprudencia, el test de
proporcionalidad incluye, a su vez, tres subprincipios: idoneidad, necesidad y
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ponderación o proporcionalidad en sentido estricto. En cuanto al procedimiento
que debe seguirse en la aplicación del test de proporcionalidad, se ha establecido
que la decisión que afecta un derecho fundamental debe ser sometida, en primer
término, a un juicio de idoneidad o adecuación, esto es, si la restricción en el
derecho resulta pertinente o adecuada a la finalidad que se busca tutelar; en
segundo lugar, superado este primer análisis, el siguiente paso consiste en
analizar la medida restrictiva desde la perspectiva de la necesidad; lo que supone,
como se ha señalado señalado, verificar si existen medios alternativos al
adoptado por el legislador. Se trata del análisis de relación medio-medio, esto es,
de una comparación entre medios; el medio elegido por quien está interviniendo
en la esfera de un derecho fundamental y el o los hipotéticos medios que hubiera
podido adoptar para alcanzar el mismo fin. Finalmente, en un tercer momento y
siempre que la medida haya superado con éxito los pasos previos, debe
proseguirse con el análisis de la ponderación entre principios constitucionales en
conflicto. Aquí rige la ley de la ponderación, según la cual “cuanto mayor es el
grado de la no satisfacción o de la afectación de un principio, tanto mayor tiene
que ser la importancia de la satisfacción del otro (STC 00589-2008-PA/TC,
fundamento 25).
19. Análisis de idoneidad. Como primer paso del test, corresponde de primera
intención, determinar la finalidad que persigue alcanzar la disposición
cuestionada. Para ello, conviene recordar que el artículo 44º de nuestro Texto
Constitucional establece, como un deber primordial del Estado,
“defender la soberanía nacional; garantizar la plena vigencia de los derechos
humanos; proteger a la población de las amenazas contra su seguridad; y
promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia y en el desarrollo
integral y equilibrado de la Nación”.
Asimismo, el artículo 72° dispone lo siguiente respecto las restricciones por
seguridad nacional:
“La ley puede, sólo por razón de seguridad nacional, establecer
temporalmente restricciones y prohibiciones específicas para la
adquisición, posesión, explotación y transferencia de determinados
bienes”.
Mientras que mediante el artículo 163° se establece lo siguiente:
El Estado garantiza la seguridad de la Nación mediante el Sistema de Defensa
Nacional.
La Defensa Nacional es integral y permanente. Se desarrolla en los ámbitos
interno y externo. Toda persona, natural o jurídica, está obligada a participar en
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la Defensa Nacional, de conformidad con la ley.
20. Por otro lado, resulta importante resaltar que a través de la Ley N.° 28404 y el
Decreto Supremo N.º 007-2006-MTC, el Estado peruano regula la Seguridad de
la Aviación Civil, lo que incluye la seguridad de la aviación aeroportuaria de
acuerdo con los textos legales nacionales e internacionales que en la actualidad se
encuentran vigentes, entre los cuales encontramos al Convenio de Aviación Civil
Internacional de Chicago (en adelante Convenio de Chicago) –suscrito por el
Perú mediante la Resolución Legislativa N.° 10358, del 8 de febrero de 1946–,
los programas nacionales de seguridad de la Aviación Civil y de Control de
Calidad de la Seguridad de la Aviación Civil, y las normas que emita la Dirección
General de Aeronáutica Civil, entre otros.
Al respecto, cabe precisar que la Aviación Civil comprende tanto a la Aviación
Comercial como a la Aviación en General, lo que a su vez abarca al transporte
aéreo, el transporte aéreo espacial, el trabajo aéreo y toda la actividad aeronáutica
civil y comercial en cualquiera de sus formas (artículo 77° de la Ley 27261, Ley
de Aeronáutica Civil del Perú).
Adicionalmente a ello, teniendo en cuenta que el Ministerio emplazado en su
contestación de demanda sostiene que la disposición cuestionada se fundamenta
en las normas dispuestas en el Anexo 17 del Convenio de Chicago y métodos
recomendados por la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI),
corresponde precisar que el referido anexo regula el tema de la seguridad o
protección de la aviación civil internacional contra los actos de interferencia
ilícita, los cuales son definidos por el referido anexo en los siguientes términos:
Actos de interferencia ilícita. Actos, o tentativas, destinados a comprometer la
seguridad de la aviación civil y el transporte aéreo, es decir:
• apoderamiento ilícito de aeronaves en vuelo,
• apoderamiento ilícito de aeronaves en tierra,
• toma de rehenes a bordo de aeronaves o en los aeródromos,
• intrusión por la fuerza a bordo de una aeronave, en un aeropuerto o en el recinto
de una instalación aeronáutica,
• introducción a bordo de una aeronave o en un aeropuerto de armas o de
artefactos (o sustancias) peligrosos con fines criminales,
• comunicación de información falsa que compromete la seguridad de una
aeronave en vuelo, o en tierra, o la seguridad de los pasajeros, tripulación,
personal de tierra y público en un aeropuerto o en el recinto de una instalación de
aviación civil.




Zona de seguridad restringida. Aquellas zonas de la parte aeronáutica de un
aeropuerto identificadas como zonas de riesgo prioritarias en las que, además de
controlarse el acceso, se aplican otros controles de seguridad. Dichas zonas
normalmente incluirán, entre otras cosas, todas las zonas de salida de pasajeros
de la aviación comercial entre el punto de inspección y la aeronave; la
plataforma; los locales de preparación de embarque de equipaje, incluidas las
zonas en las que las aeronaves entran en servicio y están presentes el equipaje y
la carga inspeccionados; los depósitos de carga, los centros de correo y los
locales de la parte aeronáutica de servicios  de provisión de alimentos y de
limpieza de las aeronaves.
En parecidos términos, la legislación nacional ha regulado a los actos de
interferencia ilícita y la zona de seguridad restringida a través de las
Regulaciones Aeronáuticas del Perú (RAP-107), en su anexo 17, sección 107.1,
literal (c), numerales 1 y 59 de la Resolución Directoral N.º 021-2002-MTC-
15.16, del 21 de febrero de 2002 y el literal b) del artículo 2° del Decreto
Supremo N.° 007-2006-MTC.
21. Del marco constitucional y legal precisado en el fundamento anterior, no cabe
duda de que la seguridad de la aviación civil viene a ser una finalidad de
promoción y protección constitucionalmente relevante, en la medida que resulta
importante para un Estado generar un sistema de seguridad que permita
responder adecuadamente cualquier tipo de actuaciones ilícitas que puedan
generar perjuicios materiales de un aeródromo y a las aeronaves que transitan por
él, así como daños personales de los usuarios y trabajadores que diariamente
circulan por sus instalaciones.
22. Procede asimismo analizar la idoneidad de la restricción de cara a la finalidad
que ella pretende promover, esto es, resguardar debidamente la seguridad de la
aviación civil y la seguridad personal de los usuarios del servicio aeroportuario y
trabajadores que transitan por las Zonas de Seguridad Restringida.
La disposición materia de análisis restringe únicamente la subcontratación de los
Oficial de Seguridad Aeroportuaria, que cumplen la función de inspección de las
instalaciones, pasajeros, equipaje de mano y otras que se establezcan en el
Programa de Seguridad del Operador del Aeródromo dentro de la Zona de
Seguridad Restringida del Aeródromo; sin embargo, la Seguridad Aeroportuaria
se encuentra a cargo de 6 tipos específicos de personal que realizan labores al
interior de un Aeródromo, tal conforme lo dispone el artículo 7° del Decreto
Supremo N.° 007-2006-MTC (Inspector de Seguridad de la Aviación Civil de la
Dirección General de Aeronáutica Civil, Jefe de Seguridad del Aeródromo, Jefe
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de Seguridad del Explotador Aéreo, Oficial de Seguridad Aeroportuaria, Oficial
de Seguridad del Explotador Aéreo y el Personal de Vigilancia).
En tal sentido, no se llega a comprender razonablemente por qué prohibir la
subcontratación de los Oficiales de Seguridad Aeroportuaria que realizan labores
específicamente en las Zona de Seguridad Restringida, contribuirá a resguardar
en mejor medida la seguridad de la aviación civil y la seguridad personal de los
usuarios y trabajadores que utilizan diariamente los servicios aeroportuarios y se
trasladan por la referida zona de seguridad, pues dicha restricción solo obliga al
Operador Principal a mantener vínculo laboral inmediato y directo con un tipo de
personal específico que desarrolla labores en dicha zona; sin embargo, no lo
limita respecto de la subcontratación de, por ejemplo, su Personal de Vigilancia
que se encuentra encargado de vigilar y controlar funciones específicas de
seguridad, cuya labor incluso puede ser ejecutada en la Zona de Seguridad
Restringida (literal f. del artículo 7.1 del Decreto Supremo 007-2006-MTC) y
que forma parte importante del sistema de seguridad de un aeródromo, pero que,
sin embargo, podría ser materia de subcontratación.
En el mismo sentido, podemos referir que la limitación estipulada únicamente
para el Operador Principal no resulta idónea, pues el propio Decreto Supremo N.°
007-2006-MTC, otorga la capacidad de contratación a los Explotadores Aéreos –
entendidos como la persona, organismo o empresa que se dedica a la explotación
de aeronaves o propone dedicarse a ésta, conforme lo dispone el anexo 17,
sección 107.1, literal c) numeral 30 del RAP 107– de sus propios Jefes y el
Oficiales de Seguridad, personal que cumple funciones al interior de las
instalaciones de los aeródromos que son consideradas como Zonas de Seguridad
Restringida, pero que, sin embargo, podrían ser materia de subcontratación.
Finalmente, conviene subrayar que la restricción que establece la norma
cuestionada no resulta idónea, pues la generación de una relación de
subordinación directa entre los Oficiales de Seguridad Aeroportuarios y el
Operador Principal –por cuenta del Concesionario–, a modo de empleador y
trabajador –formulación de un contrato de trabajo–, no genera una relación de
causalidad inmediata o directa para el cumplimiento del fin que pretende
perseguir, en tanto que dicha medida no contribuye razonablemente a
desincentivar la posible ejecución de los actos de interferencia ilícita,
anteriormente definidos.
23. En conclusión, se advierte que la restricción adoptada por el artículo 7.2 del
Decreto Supremo N.º 007-2006-MTC no resulta adecuada o idónea para cumplir
la finalidad que intenta promover, razón por la cual, al no superar dicha norma el
14/9/2020 03128-2011-AA
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2013/03128-2011-AA.html 17/19
test de idoneidad, la medida adoptada resulta inconstitucional y, por lo tanto,
corresponde estimar la demanda.
24. Sin perjuicio de lo expuesto, este Colegiado considera pertinente someter la
referida medida al juicio de necesidad, a fin de evaluar si en un escenario
hipotético de superación del test de idoneidad, la medida adoptada podría haber
sido necesaria para el resguardo de la seguridad de la aviación civil y la
seguridad personal de los usuarios del servicio aeroportuario y trabajadores de
los aeródromos que transitan por las Zonas de Seguridad Restringida.
El juicio de necesidad exige intentar encontrar la posible adopción de una medida
menos gravosa frente a la adoptada para cumplir el fin legítimo que la disposición
persigue alcanzar.
En el supuesto hipotético que el vínculo laboral de los Oficiales de Seguridad
Aeroportuarios con el Operador Principal garantizase la seguridad de la Aviación
Civil y la seguridad personal de los usuarios del servicio aeroportuario y
trabajadores de los aeródromos; ¿existiría una medida menos gravosa del derecho
a la libertad de contratación para cumplir dicho fin?
La respuesta a dicha interrogante resulta positiva, pues de acuerdo con lo
dispuesto por el artículo 11° de la Ley N.° 27261, Ley de Aeronáutica Civil del
Perú, “La Dirección General de Aeronáutica Civil tiene amplias facultades para
supervisar e inspeccionar todas las actividades aeronáuticas civiles, sean éstas
realizadas por personas naturales o personas jurídicas, así como tomar todas las
medidas adecuadas para garantizar la seguridad de las operaciones aéreas”.
En dicho sentido, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 73º de la mencionada
Ley, todo el personal que desarrolla funciones en los aeródromos requiere de las
correspondientes licencias o certificaciones expedidas por la Dirección General de
Aviación Civil, tal y conforme los artículos 7.4 y 7.5 del Decreto Supremo N.º
007-2006-MTC lo han reiterado; es decir, que toda persona que pretenda ingresar
a laborar a un aeródromo, requiere previamente acceder a las licencias o permisos
de la citada Dirección, lo cual implica un proceso de supervisión y control en la
selección de la contratación del personal que postula a cargos en los aeródromos a
nivel nacional, que en la actualidad se encuentra implementado.
Por otro lado, la referida Dirección cuenta con personal especializado, destinado a
cumplir con la labor de supervisión de las medidas de seguridad que los
Concesionarios, Operadores Aeroportuarios Principales o Secundarios, hayan
adoptado en el cumplimiento del Programa Nacional de Seguridad de la Aviación
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Civil, es decir, que en la actualidad existe implementado y a cargo de una entidad
del Estado, un sistema de supervisión de la seguridad aeroportuaria que permite
corregir aquellas deficiencias que pueden presentarse en los diversos aeropuertos
en el desarrollo de dichas funciones, situación que coadyuva con el mejoramiento
de dichos sistemas.
25. En tal sentido, se advierte que la existencia de un organismo estatal encargado de
supervisar tanto el ingreso de personal idóneo para prestar servicios en los
aeródromos, como el cumplimiento de las normas de seguridad aeroportuaria de
acuerdo con los parámetros que el Programa Nacional de Seguridad de la
Aviación Civil exige, contribuye de manera eficaz a generar un mejor y adecuado
servicio de seguridad aeroportuario en todos sus niveles, inclusive en las
mencionadas Zonas de Seguridad Restringida, razón por la cual se evidencia que
la medida adoptada no resultaba necesaria, pues la referida Dirección, en la
actualidad, también supervisa la subcontratación de Oficiales Aeroportuarios.
26. Determinada entonces la inconstitucionalidad de la restricción dispuesta por el
artículo 7.2 del Decreto Supremo N.º 007-2006-MTC, corresponde precisar que
en la medida de que dicha regulación viene a ser la concretización del artículo
5.3 de la Ley N.º 28404 y que su propio contenido expresa una limitación para la
ejecución del contrato de concesión del Aeropuerto Internacional Jorge Chávez,
dado que se ha verificado la carencia de justificación razonable en su imposición,
la referida inconstitucionalidad también recae sobre la norma de origen.
27. Por todas las razones antes expuestas, se concluye que la restricción contenida en
el artículo 7.2 del Decreto Supremo N.º 007-2006-MTC y en el artículo 5.3 de la
Ley N.° 28404, resultan inconstitucionales y, por lo tanto, lesivas del derecho a la
libertad contractual de la Sociedad demandante, por lo que corresponde que, en
ejercicio de la atribución contenida en el artículo 138º de la Constitución Política,
se declare inaplicables las referidas disposiciones a favor de la Sociedad
demandante, correspondiendo, en consecuencia, condenar al Ministerio
emplazado al pago de las costos que se hayan generado en el presente proceso, de
conformidad a lo dispuesto por el artículo 56º del Código Procesal
Constitucional, los cuales deberán ser liquidados en la etapa de ejecución de la
presente sentencia.
Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le




1.        Declarar FUNDADA la demanda por haberse acreditado la afectación del
derecho a la libertad contractual de Lima Airport Partners S.R.L.
 
2.        En aplicación del control difuso de la constitucional de las leyes, declara
inaplicable para Lima Airport Partners S.R.L. el artículo 7.2 del Decreto
Supremo N.º 007-2006-MTC y el artículo 5.3 de la Ley 28404.
 
3.        Condenar al Ministerio de Transportes y Comunicaciones al pago de los costos.
 
Publíquese y notifíquese.
 
 
SS.
 
URVIOLA HANI
MESÍA RAMÍREZ
BEAUMONT CALLIRGOS
ETO CRUZ
ÁLVAREZ MIRANDA
